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  1.DISPOSICIONES GENERALES
   PARLAMENTO DE CANTABRIA

   CVE-2014-18675   Ley 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje.

   EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE CANTABRIA 

 Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad 
el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2º del Estatuto de Autonomía para Can-
tabria, promulgo la siguiente: 

 Ley de Cantabria 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje. 

 PREÁMBULO  

 El paisaje ha ido adquiriendo paulatinamente una mayor relevancia social y ambiental en 
tanto que incide directa e indirectamente en aspectos como el medio ambiente, la calidad de 
vida o la identidad territorial. En el marco de relaciones entre la sociedad y el medio, el paisaje 
es una parte de la composición visible del territorio, al que se liga estrechamente. 

 Es el caso de Cantabria, un territorio transformado históricamente, resultado de la inter-
vención con distinta intensidad sobre espacios que van desde las altas cumbres de la divisoria 
hasta el contacto con la costa cantábrica. Y que van desde los ámbitos de mayor composición 
física y natural hasta las áreas urbanas y productivas, donde el nivel de antropización se rela-
ciona directamente con las mayores pérdidas de calidad paisajística. 

 Por ello es necesario que, partiendo de la mejor información, las administraciones públicas 
introduzcan criterios paisajísticos en sus actuaciones y que aseguren, mediante los mecanis-
mos oportunos, que las políticas, planes y proyectos con incidencia en el paisaje no conlleven 
necesariamente una pérdida de aquellos valores que socialmente son reconocibles, se asumen 
como identitarios y a los que se asignan unos objetivos de calidad. Se trata por lo tanto no solo 
de proteger el Paisaje, sino sobre todo de gestionarlo adecuadamente. 

 Los principios inspiradores de la presente Ley se enmarcan en el Convenio Europeo del 
Paisaje, celebrado y fi rmado en Florencia el 20 de octubre de 2000 a propuesta del Consejo de 
Europa, y posteriormente ratifi cado por el Reino de España el 7 de noviembre de 2007. 

 Las competencias de la Comunidad Autónoma de Cantabria para abordar esta tarea se 
recogen en los artículos 24.3 y 25.7 del Estatuto de Autonomía para Cantabria, que atribuyen 
la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vi-
vienda, y la competencia de desarrollo y ejecución, en el marco de la legislación básica estatal, 
sobre la protección del medio ambiente y de los ecosistemas. 

 El paisaje cuenta ya con un reconocimiento jurídico en la normativa urbanística y territorial 
de Cantabria. Las normas de aplicación directa de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordena-
ción Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria establecen diferentes condiciones 
al planeamiento con una lectura paisajística, con un mandato claro de protección del paisaje 
en su artículo 34, a las que se suman las disposiciones de las Normas Urbanísticas Regionales 
y la posibilidad de aprobar Planes Especiales para la protección del paisaje. Finalmente, el re-
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conocimiento del valor del paisaje se concreta en ámbitos delimitados del litoral de Cantabria, 
como son las Áreas de Interés Paisajístico contenidas en el Plan de Ordenación del Litoral. 

 Por su parte, desde la normativa sectorial la Ley 4/2006, de 19 de mayo, de Conservación 
de la Naturaleza de Cantabria establece como un tipo de Espacio Natural Protegido los denomi-
nados Paisajes Protegidos, lugares concretos del medio natural que, por sus valores estéticos 
y culturales, son merecedores de una protección especial. Junto a ellos, la Ley 11/1998, de 
13 de octubre, de Patrimonio Cultural de Cantabria reconoce la categoría de Paisaje Cultural, 
ámbitos valiosos resultado de la combinación del trabajo del hombre y de la naturaleza y que 
ilustran la evolución de la sociedad humana y sus asentamientos. 

 A estos instrumentos de marcado carácter de protección se suma la Ley del Paisaje de Can-
tabria, que nace con la voluntad de mejorar el conocimiento y gestión de nuestros paisajes. 

 La Ley tiene 17 artículos, tres Disposiciones Adicionales, una Disposición Transitoria y dos 
Disposiciones Finales. La misma está dividida en tres capítulos. El primero tiene por rúbrica 
"Disposiciones Generales", el segundo "La política del Paisaje de Cantabria" y el tercero "Or-
denación e instrumentos de actuación paisajística". El último capítulo está dividido, a su vez, 
en dos secciones: "Ordenación territorial Paisajística" "Instrumentos de Ordenación, Gestión y 
protección del paisaje". 

 Se parte del reconocimiento de que, como objeto de estudio, el paisaje se caracteriza prin-
cipalmente por su doble composición espacial y temporal, sus múltiples escalas y un carácter 
dinámico, lo que difi culta su caracterización. Se trata, además, de un concepto impregnado de 
una importante carga de subjetividad en la medida que responde a una percepción, individual 
o colectiva, lo que difi culta su objetivización parcialmente resuelta introduciendo la participa-
ción pública como un elemento básico en el proceso de estudio del paisaje. 

 Junto a esa necesidad de defi nir y valorar nuestros paisajes, la Ley propone un conjunto de 
instrumentos adecuados para alcanzar los objetivos de conservación y gestión. Entre sus fi nes 
se encuentran la implicación de las distintas administraciones con incidencia paisajística. Para 
ello, se establecen instrumentos de ordenación e instrumentos de aplicación. 

 Como instrumentos de ordenación se establecen con rango de Decreto las Directrices y los 
Estudios del Paisaje, que se suman a los ya existentes Planes Especiales y vienen a confi gu-
rarse como piezas básicas con vínculos directos con otros instrumentos de planifi cación terri-
torial. Las directrices tienen un carácter más estratégico y se conciben de forma que puedan 
ser desarrollados por los ulteriores instrumentos de planifi cación a los que vincula. Los Estu-
dios del Paisaje, por su parte, responden más claramente a una técnica de planifi cación que, 
partiendo de los ámbitos paisajísticos, descompone y caracteriza el territorio en atención a 
sus unidades, valores y objetivos de calidad. El vínculo directo entre el paisaje y la ordenación 
del territorio se refuerza permitiendo a los instrumentos de planifi cación territorial proponer 
directrices específi cas. 

 Entre los instrumentos de aplicación, la Ley propone los Proyectos de Actuación Paisajística, 
los Proyectos de Restauración de Paisajes Degradados y los instrumentos de Análisis de Im-
pacto e Integración Paisajística. Los dos primeros, que pueden ser elaborados y ejecutados por 
el Gobierno Regional o los Ayuntamientos, tienen la fi nalidad de abordar la mejora y recupera-
ción de paisajes de interés estableciendo unos contenidos y procedimiento mínimos. En el caso 
de los Análisis de Impacto e Integración Paisajística, la Ley viene a concretar y sistematizar un 
tipo de trabajo de tanta tradición como heterogeneidad metodológica. 
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 Finalmente, la Ley incorpora tres Disposiciones Adicionales que fi jan por un lado la obliga-
ción a la Administración Regional de elaborar un Catálogo de Paisajes Relevantes, que habrá de 
informar al ejercicio de la planifi cación y la ejecución de proyectos en sus ámbitos concretos, 
y por otro lado se amplía la operatividad de los Planes Especiales, principalmente en el ámbito 
municipal, y se recoge el paisaje como un supuesto de evaluación ambiental de planes y pro-
gramas. Junto a ellas, una Disposición Transitoria por la que se establece la aplicación de esta 
Ley únicamente a aquellos planes y proyectos que aún no hubiesen iniciado su tramitación. 

 CAPÍTULO I  

  DISPOSICIONES GENERALES   

 Artículo 1. Objeto.  

 1. La presente Ley tiene por objeto el reconocimiento jurídico, así como la protección, ges-
tión y ordenación del paisaje de Cantabria, en atención a sus valores naturales, patrimoniales, 
científi cos, económicos y sociales y a su consideración como elemento diferencial de la región, 
seña de identidad y factor de competitividad, reconociéndose como un activo de singular valor 
para la Comunidad Autónoma. 

 2. La Ley promueve la plena integración del paisaje en todas las políticas sectoriales que 
incidan sobre el mismo, atendiendo a su interés general y al importante papel que el mismo 
desempeña en los campos cultural, ecológico, medioambiental, económico y social. 

 Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

 Las disposiciones y medidas de la presente Ley se aplicarán a todo el territorio de Canta-
bria y abarca las zonas terrestre, marítimo-terrestre y las aguas interiores. Alcanza tanto a 
los paisajes rurales, urbanos y periurbanos que puedan considerarse excepcionales como a 
los paisajes cotidianos y a los degradados, y sin perjuicio de otras normas de rango legal que 
puedan ser aplicables. 

 Artículo 3. Defi niciones. 

 A los efectos de la presente Ley, se entiende por: 

 a) Paisaje: cualquier parte del territorio tal como la percibe la población, cuyo carácter sea 
el resultado de la acción y la interacción de factores naturales o humanos. 

 b) Política en materia de paisajes: la formulación, por parte de las autoridades públicas 
competentes, de los principios generales, estrategias y directrices que permitan la adopción de 
medidas específi cas con vistas a la protección, gestión y ordenación del paisaje. 

 c) Objetivo de calidad paisajística: para un paisaje específi co, la formulación, por parte de 
las autoridades públicas, de las aspiraciones de las poblaciones en lo que concierne a las ca-
racterísticas paisajísticas de su entorno. 

 d) Calidad del paisaje: nivel de excelencia de un paisaje, de acuerdo a sus valores, que le 
confi ere un determinado mérito para no ser alterado o bien para someter su transformación a 
determinadas condiciones. 

 e) Fragilidad del paisaje: vulnerabilidad de un paisaje al cambio cuando se desarrolla un uso 
o actuación sobre él que implique la pérdida de su carácter, y en especial al deterioro de sus 
valores naturales, culturales, visuales y perceptivos. 

 f) Protección de los paisajes: las acciones encaminadas a conservar y mantener los aspec-
tos signifi cativos o característicos de un paisaje, justifi cados por su valor patrimonial derivado 
de su confi guración natural y/o la acción del hombre. 
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 g) Gestión de los paisajes: conjunto de acciones encaminadas a garantizar el manteni-
miento regular de un paisaje, con el fi n de guiar y armonizar las transformaciones inducidas 
por los procesos sociales, económicos y medioambientales. 

 h) Ordenación paisajística: las acciones que presenten un carácter prospectivo particular-
mente acentuado con vistas a mejorar, restaurar o crear paisajes. 

 i) Integración paisajística: es la estrategia y conjunto de medidas encaminadas a que una 
actuación no afecte sustancialmente a los valores paisajísticos, y no impide la posibilidad de 
percibir los recursos paisajísticos del ámbito en el que se actúa. 

  

 CAPÍTULO II   

 LA POLÍTICA DEL PAISAJE DE CANTABRIA  

 Artículo 4. Políticas en materia de paisaje. 

 1. Los poderes públicos formularán las estrategias y orientaciones que permitan la adopción 
de medidas específi cas con vistas a la protección, gestión y ordenación del paisaje. 

 2. Los poderes públicos, en su ámbito competencial respectivo, integrarán la consideración 
del paisaje en las políticas de ordenación territorial y urbanística, medioambiental, del patri-
monio cultural, agraria, forestal, social, turística, industrial y económica, así como en cualquier 
otra política sectorial que pueda producir un impacto directo o indirecto sobre el paisaje. 

 3. Las autoridades públicas velarán para que en el ámbito de sus competencias y de la na-
turaleza de cada territorio se adopten las medidas específi cas necesarias para la protección, 
gestión y ordenación del paisaje, 

 4. En todo caso, las determinaciones de la presente Ley se establecen sin perjuicio de las 
competencias específi cas y exclusivas de cada administración y en especial de las adminis-
traciones responsables de la política forestal y de conservación de la naturaleza, que tienen 
atribuidas competencias con una signifi cativa incidencia en el paisaje. 

 Artículo 5. Objetivos. 

 Los objetivos de la política de paisaje de Cantabria, que servirán como fundamento a todas 
las actuaciones que se desarrollen con alguna afección al mismo, serán los siguientes: 

 a) Reconocer, proteger, gestionar y ordenar el paisaje, a fi n de preservar sus valores natu-
rales, patrimoniales, culturales, sociales y económicos en un marco de desarrollo sostenible. 

 b) Identifi car los paisajes, analizar sus características, las fuerzas y presiones que los tras-
forman, y seguir sus cambios, con especial atención a aquellas zonas que, por su calidad, 
fragilidad o signifi cación, deban tener un tratamiento especial. 

 c) Evaluar los paisajes identifi cados, teniendo en cuenta los valores generales y específi cos 
que les atribuye la ciudadanía, defi niendo los objetivos de calidad de los mismos. 

 d) Integrar plenamente el paisaje en el planeamiento y en las políticas de ordenación te-
rritorial y urbanística, así como en las demás políticas sectoriales que inciden en el mismo de 
forma directa o indirecta. 

 e) Extender la cooperación interadministrativa a todos los ámbitos con incidencia paisajís-
tica mediante la puesta en marcha de programas conjuntos de paisaje, y fomentar la forma-
ción de especialistas en materia de paisaje, los programas multidisciplinares, y la enseñanza 
del mismo tanto a nivel universitario como no universitario. 

 f) Sensibilizar a la población sobre el valor, el papel y los cambios del paisaje. 

 Artículo 6. Protección, gestión y ordenación paisajística. 

 Las actuaciones a desarrollar por las Administraciones Públicas en materia de protección, 
gestión y ordenación de los paisajes tendrán, entre otras, las siguientes fi nalidades: 
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 a) La preservación de los paisajes que, por sus valores naturales o culturales, requieran 
actuaciones específi cas e integradas. 

 b) La mejora paisajística del ámbito urbano, especialmente de los ámbitos degradados, 
áreas periurbanas de tránsito hacia lo rural y de las vías de acceso a los núcleos de población. 

 c) El mantenimiento, mejora y restauración de los paisajes rurales, con una atención parti-
cular hacia los paisajes más accesibles para el conjunto de la población, así como los espacios 
de contacto entre los ámbitos terrestre y marino. 

 d) La adecuada integración paisajística de las intervenciones sobre el territorio, especial-
mente las correspondientes a nuevas infraestructuras y áreas de actividad económica. 

 e) La puesta en valor, del paisaje por parte de las administraciones públicas y las entidades 
privadas. 

 Artículo 7. Fomento del paisaje. 

 1. La política de paisaje resaltará la percepción individual, a través de medidas que fomen-
ten la difusión de los paisajes y el aprecio de sus valores. 

 2. Los poderes públicos favorecerán la difusión de los valores de los paisajes de Canta-
bria en tanto que resultado de una construcción social histórica en permanente evolución, 
promoviendo cuantas iniciativas conduzcan a su mejor conocimiento y valorización, así como 
para reforzar el compromiso intergeneracional de la sociedad con el paisaje como patrimonio 
colectivo. 

 3. Desde las administraciones públicas se fomentarán las buenas prácticas paisajísticas, 
tanto a través de las actuaciones propias como propiciando el compromiso de los actores 
económicos y sociales en sus distintas manifestaciones. Para ello se pondrán en marcha los 
mecanismos de impulso y reconocimiento necesarios para el desarrollo de estas iniciativas. 

 Artículo 8. Cooperación en materia de paisaje. 

 1. El Gobierno de Cantabria impulsará la cooperación con todas las Administraciones Pú-
blicas con competencia en el territorio de la Comunidad Autónoma, especialmente con las 
administraciones locales, a fi n de promover el desarrollo de políticas comunes, debidamente 
coordinadas y programadas, que aseguren el cumplimiento de los fi nes enunciados. 

 2. Asimismo promoverá acciones de cooperación con las comunidades autónomas que li-
miten con Cantabria al objeto de materializar un tratamiento paisajístico coherente en los 
espacios limítrofes. 

 Artículo 9. Educación ambiental. 

 1. Las administraciones con competencias en materia de educación ambiental promoverán 
programas y acciones específi cas encaminadas a difundir los valores paisajísticos de Cantabria. 

 2. La Estrategia Cántabra de Educación Ambiental adoptará el paisaje como uno de sus ejes 
básicos. 

 CAPÍTULO III   

 ORDENACIÓN E INSTRUMENTOS DE ACTUACIÓN PAISAJÍSTICA   

 SECCIÓN 1ª  
   

 ORDENACIÓN TERRITORIAL PAISAJÍSTICA.  

 Artículo 10. Ámbitos paisajísticos. 

 1. Los ámbitos paisajísticos son las grandes unidades de paisaje a escala regional, a partir 
de las cuales, se pueden defi nir unidades de paisaje a escala local. 
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 2. Teniendo en cuenta las características paisajísticas del territorio de Cantabria, se delimi-
tan los siguientes ámbitos paisajísticos: 

 a) Marina Oriental 

 b) Marina Central 

 c) Marina Occidental 

 d) Liébana 

 e) Valle del Nansa 

 f) Valle del Saja 

 e) Valle del Besaya 

 g) Valles del Pas y del Pisueña 

 h) Valle del Miera 

 i) Valles del Asón 

 j) Campoo 

 k) Valles del Sur 

 3. Los ámbitos paisajísticos, cuya representación cartográfi ca se incorpora en el Anexo I 
de esta Ley, se dividirán en unidades de paisaje, cuyos límites establecen el área territorial 
mínima que debe ser considerada y analizada en los planes de ordenación territorial y urba-
nística. 

 Artículo 11. Unidades de paisaje. 

 1. Se entiende por unidad de paisaje el área del territorio que, como resultado de la com-
binación específi ca de componentes paisajísticas de índole ambiental, cultural y estética y de 
dinámicas históricas, posee un carácter particular, homogéneo, coherente y diferenciado de 
sus colindantes. 

 2. Las unidades de paisaje se delimitarán conforme a los siguientes criterios: 

 a) Se defi nirán a partir de la consideración de los elementos y factores naturales y huma-
nos, que le proporcionan una imagen particular y lo hacen identifi cable o único. Se considera-
rán, al menos, los siguientes: 

 b) Confi guración del relieve y la hidrografía. 

 c) Vegetación y usos del suelo. 

 d) Sistema de asentamientos y viario. 

 e) Deberán considerar la estructura y fragmentación del paisaje. 

 f) Incorporarán la información física, biológica, cultural y social en un planteamiento inter-
disciplinario que mejor integre el patrón ecológico y sus relaciones. 

 g) Independientemente de los límites administrativos, se enmarcarán en le contexto re-
gional y, en su caso, se integrarán con aquellas que ya se hubieran delimitado en las zonas 
limítrofes, y hubiesen sido objeto de aprobación por la administración competente. 

 h) Los límites de las Unidades de paisaje establecen el área territorial mínima que debe ser 
considerada y analizada en los planes de ordenación territorial y urbanística. 

 Artículo 12. Paisajes Relevantes. 

 Se considerarán Paisajes Relevantes aquellos que, atendiendo tanto a criterios objetivos 
como a la percepción de sus habitantes, respondan a alguna de las siguientes condiciones: 

 a) Contengan uno o más hitos o singularidades paisajísticas, tanto naturales, como origina-
dos por la intervención humana. 

 b) Constituyan ejemplos representativos de uno o varios paisajes de mayor calidad y valor. 

 c) Contribuyan de forma decisiva a conformar la identidad del lugar que se encuentre bajo 
su ámbito de infl uencia. 
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 d) Presenten cualidades sobresalientes en los aspectos perceptivos y estéticos, fruto de su 
especial interacción entre las composiciones naturales y antrópicos. 

 e) El Gobierno catalogará y delimitará dichos paisajes relevantes, entre los que se incluirán, 
necesariamente, los paisajes reconocidos por la normativa sectorial. 

 f) Los catálogos a los que se refi ere el párrafo anterior identifi carán y describirán los ele-
mentos o aspectos que confi eren la singularidad o la cualidad relevante a los paisajes que lo 
compongan, y cuya alteración pueda causar la pérdida de valor paisajístico, e incluirán las 
medidas que aseguren su conservación. 

 SECCIÓN 2ª   

 INSTRUMENTOS DE PROTECCIÓN, GESTIÓN Y ORDENACIÓN DEL PAISAJE  

 Artículo 13. Instrumentos para la protección, gestión y ordenación del paisaje. 

 Los objetivos establecidos para la política del paisaje de Cantabria se alcanzarán mediante 
la elaboración, desarrollo y aplicación de los siguientes instrumentos: 

 a) Planes Especiales del paisaje 

 b) Directrices de paisaje 

 c) Estudios de paisaje 

 d) Proyectos de Actuación Paisajística 

 e) Análisis de Impacto e Integración Paisajística 

 Artículo 14. Planes Especiales del Paisaje. 

 1. Los planes especiales del paisaje son instrumentos normativos de carácter sectorial que 
contienen normas de directa aplicación, directrices y determinaciones dirigidas a la protección, 
gestión y ordenación de una o varias unidades paisajísticas. También podrán recoger proyectos 
concretos de Actuación Paisajística de acuerdo a lo establecido en el artículo 15. 

 2. Los planes especiales de paisaje podrán ser aprobados por la Administración autonómica 
o por la Administración local. 

 La Administración autonómica podrá formular y aprobar Planes Especiales en desarrollo 
directo de las previsiones contenidas en el Plan Regional de Ordenación Territorial, Plan de 
Ordenación del Litoral y en las Normas Urbanísticas Regionales o, en su caso, en los Planes y 
Normas Comarcales. Sin perjuicio de lo anterior, y con independencia de esos instrumentos te-
rritoriales, la Administración autonómica también podrá aprobar planes especiales del paisaje 
para la consecución de los objetivos establecidos en el art. 5 de la presente Ley. 

 Los Ayuntamientos también podrán formular y aprobar planes especiales del paisaje en 
desarrollo de las previsiones contenidas en los Planes Generales de Ordenación Urbana, o en 
ausencia de éste. 

 3. Los planes especiales tendrán el contenido que su naturaleza y fi nalidad demanden, o el 
que en su caso venga impuesto por los instrumentos de ordenación del territorio o urbanísticos. 

 Artículo 15. Directrices de Paisaje. 

 1. Las Directrices de Paisaje son determinaciones que defi nen las estrategias o pautas de 
actuación en materia de paisaje para todas las administraciones públicas cuyas actuaciones 
puedan tener incidencia paisajística, que deberán incorporarlas en los instrumentos de pla-
nifi cación territorial, urbanística y sectorial, y, en su caso, en los proyectos de desarrollo y 
ejecución. 

 2. Los planes de ordenación territorial contendrán entre sus determinaciones directrices de 
paisaje para su ámbito territorial de aplicación. 
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 3. Los instrumentos de planifi cación territoriales, sectoriales y urbanísticos deberán recoger 
las específi cas estrategias y pautas que permitan dar cumplimiento a las directrices de paisaje. 

 Artículo 16. Estudios de Paisaje. 

 1. Los Estudios de Paisaje son documentos de carácter descriptivo y prospectivo que deli-
mitan las unidades de paisaje, identifi can sus valores y su estado de conservación y proponen 
los objetivos de calidad y medidas de actuación. 

 2. Los Estudios de Paisaje podrán contener Directrices de Paisaje, que serán de aplicación 
en el ámbito paisajístico correspondiente. 

 3. Los Estudios de Paisaje podrán recoger proyectos concretos de Actuación Paisajística de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 18. 

 4. Los Estudios de Paisaje tendrán el siguiente contenido: 

 a) Delimitación de las unidades de paisaje a nivel local con una caracterización de sus ele-
mentos y valores, que le hacen singular y las dinámicas y presiones que las puedan modifi car 
negativamente. 

 b) La evaluación del paisaje con especial referencia a la calidad y fragilidad del paisaje, a 
los paisajes valiosos. En este proceso deberá promoverse la participación de expertos y público 
en general 

 c) La defi nición de los objetivos de calidad paisajística planteándolos con carácter general 
para el ámbito paisajístico y de manera particular para cada una de sus unidades de paisaje. 

 d) El establecimiento de medidas y propuestas de actuación incluyendo las actuaciones 
paisajísticas estimadas urgentes o prioritarias. 

 e) La fi jación de indicadores que permitan evaluar la efi cacia de las políticas de paisaje. 

 f) En su caso, Proyectos de Actuación Paisajística que se estimen necesarios. 

 5. El alcance territorial de los Estudios de Paisaje se corresponde con el de cada uno de 
los ámbitos paisajísticos defi nidos en esta Ley. En los espacios limítrofes entre dos ámbitos 
paisajísticos, debe velarse por la coherencia y continuidad de las unidades de paisaje y de los 
objetivos de calidad paisajística. 

 6. Podrá formularse un único Estudio de Paisaje para varios ámbitos paisajísticos conjun-
tamente. 

 7. Los Estudios del Paisaje se estructurarán a partir de Unidades de Paisaje. 

 8. En los espacios limítrofes entre dos ámbitos paisajísticos, los Estudios de Paisaje vela-
rán por la coherencia y continuidad de las unidades de paisaje y de los objetivos de calidad 
paisajística. 

 9. Una vez aprobados los Estudios de Paisaje, deberán incorporarse los objetivos de calidad 
paisajística y las medidas y propuestas de actuación a todos los Planes de Ordenación Territo-
rial y a los planes sectoriales con incidencia en el paisaje que se elaboren con posterioridad y 
afecten al ámbito estudiado. Asimismo, se dará traslado de los Estudios de Paisaje a los Ayun-
tamientos del ámbito paisajístico analizado, que habrán de tenerlos en cuenta en la revisión, 
desarrollo y aplicación de sus respectivos planes urbanísticos. 

 Artículo 17. Procedimientos de aprobación de la Directrices y Estudios de Paisaje. 

 1. Las Directrices de Paisaje y los Estudios de Paisaje se ajustarán al siguiente procedi-
miento: 

 2. El instrumento será formulado por la Consejería con competencias en materia de orde-
nación del territorio. 

 3. Una vez redactado, la Comisión Regional de ordenación del territorio y Urbanismo los 
aprobará inicialmente, sometiéndolo a exposición pública por un periodo no inferior a dos me-
ses, al tiempo que dará traslado de los mismos para consulta a los Ayuntamientos, las admi-
nistraciones afectadas y los agentes económicos y sociales. 
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 4. Tras el periodo de consulta e información pública, la Comisión Regional de ordenación del 
territorio y Urbanismo procederá a su aprobación provisional. 

 5. El instrumento será aprobado defi nitivamente mediante Decreto del Consejo de Go-
bierno, que se publicará en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 

 Artículo 18. Proyectos de Actuación Paisajística. 

 1. Los Proyectos de Actuación Paisajística son los instrumentos que tienen por objeto defi nir 
técnica y económicamente, con el grado de detalle sufi ciente, actuaciones de restauración, 
preservación, mejora y puesta en valor de los paisajes que requieran intervenciones específi -
cas e integradas. 

 2. Podrán elaborarse Proyectos de Actuación Paisajística que tengan por objeto la restau-
ración o rehabilitación de aquellos espacios que hayan sufrido un elevado grado de deterioro 
como consecuencia de los procesos físicos y naturales, por las actividades humanas o por 
la falta de actuaciones para su mantenimiento. Se incluyen en este caso las situaciones de 
abandono o cese de actividades productivas, deterioro del suelo o su cubierta, presencia de 
actividades y elementos impropios, catástrofes naturales, deterioro de la escena o de la vista 
de elementos singulares, implantación de infraestructuras e instalaciones publicitarias y otros 
de naturaleza análoga. 

 3. El contenido de los Proyectos de Actuación Paisajística incluirá los siguientes documentos: 

 a) Memoria: con una descripción paisajística del ámbito territorial abarcado, del carácter de 
las unidades de paisaje comprendidas, de las áreas, elementos o fenómenos que contribuyen 
a la pérdida de valor paisajístico, y de los objetivos de calidad paisajística. 

 b) Medidas de actuación: que relacionará las medidas, y acciones que contempla el pro-
yecto de actuación. Las medidas serán descritas con indicación de los procesos a corregir y 
delimitación de los espacios físicos sobre los que intervenir, así como los objetivos de calidad 
paisajística perseguidos. 

 c) Memoria económica: en la que se detallará el coste estimado de cada una de las acciones 
y medidas de actuación previstas y el compromiso temporal de ejecución así como las fuentes 
de fi nanciación. 

 4. En las acciones concretas que precisen de un proyecto técnico para su ejecución, éste se 
redactará posteriormente a la aprobación del Proyecto de Actuación Paisajística. 

 5. Los Proyectos de Actuación Paisajística podrán elaborarse, fi nanciarse y ejecutarse por 
cualquiera de las Administraciones públicas así como por otras entidades públicas o privadas. 
En todo caso, y sin perjuicio de las autorizaciones exigibles a cada proyecto, el promotor co-
municará a la Dirección General con competencias en materia de ordenación del territorio su 
intención de elaborar un Proyecto de Actuación Paisajística, con indicación de los objetivos, 
ámbito espacial, plazos temporales y principales características del mismo. 

 6. Las administraciones públicas promoverán la cooperación institucional y público-privada 
para la fi nanciación y ejecución de estas intervenciones. 

 7. La Administración podrá imponer la ejecución de proyectos de restauración de paisajes 
degradados a las empresas u organismos responsables de la degradación de dichos paisa-
jes como consecuencia de su actividad, o bien ejecutarlos subsidiariamente repercutiendo su 
coste a los responsables del deterioro paisajístico. 

 8. Redactado el Proyecto de Actuación Paisajística, la administración pública responsable de 
su elaboración lo someterá a información pública por un periodo mínimo de un mes, con anun-
cio en el Boletín Ofi cial de Cantabria. Simultáneamente se solicitará informe a la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio, que se pronunciará con carácter vincu-
lante sobre la adecuación del proyecto a las directrices de paisaje y a los objetivos de calidad 
paisajística, si los hubiera, aplicables para los ámbitos territoriales y paisajes afectados. Este 
informe deberá ser evacuado en el plazo de un mes. 

 9. Los Proyectos de Actuación Paisajística serán aprobados por resolución del consejero o 
por el Ayuntamiento que los promueva. 
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 10. Los Proyectos de Actuación Paisajística también podrán formar parte de los Estudios del 
Paisaje o de los Planes Especiales del Paisaje. 

 Artículo 19. Análisis de Impacto e Integración Paisajística. 

 1. Los Análisis de Impacto e Integración Paisajística son documentos técnicos que tienen 
por objeto valorar y cuantifi car la magnitud y la importancia de los efectos que una actuación 
puede llegar a producir en el paisaje y en su percepción, y proponer las medidas adecuadas 
para evitar los impactos o mitigar los posibles efectos negativos. 

 2. Los planes y programas territoriales y urbanísticos, así como las actuaciones con inciden-
cia en el territorio que deban someterse a evaluación ambiental, incluirán entre su documen-
tación un Análisis de Impacto e Integración Paisajística siempre que así venga exigido por el 
órgano ambiental. En el caso de los planes y programas el Análisis de Impacto e Integración 
Paisajística, formará parte del Informe de Sostenibilidad Ambiental. 

 3. La Administración podrá exigir la realización del Análisis de Impacto e Integración Pai-
sajística para las obras, construcciones o instalaciones en suelo rústico cuya autorización se 
sustancie por el procedimiento establecido en el artículo 116 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, 
de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, incluidas las interven-
ciones en las edifi caciones existentes que supongan cambios de usos o alteración de la forma 
o volumen exterior. 

 4. No será preceptivo elaborar el Análisis de Impacto e Integración Paisajística en aquellos 
planes o proyectos de desarrollo de suelo urbano o urbanizable, salvo que así lo prevea el 
planeamiento. 

 5. Los Análisis de Impacto e Integración Paisajística deberán contener: 

 a) La delimitación y justifi cación del ámbito de estudio 

 b) La descripción y caracterización del paisaje previo. 

 6. La identifi cación y valoración de los impactos potenciales de la actuación sobre los ele-
mentos que confi guran el paisaje y alternativas para la prevención, mitigación y compensación 
del impacto. 

 7. Las actuaciones complementarias y medidas correctoras necesarias para alcanzar la 
plena integración paisajística de la actuación en función de las características morfológicas y 
visuales del paisaje afectado 

 8. El alcance y contenido de los Análisis de Impacto e Integración Paisajística será estable-
cido reglamentariamente para cada tipología de plan o programa y proyecto o actividad. 

 9. En el caso de existir un Estudio de Paisaje previo, el Análisis de Impacto e Integración 
Paisajística tendrá en cuenta las Unidades de Paisaje descritas, y justifi cará cómo se incorpo-
ran a la propuesta de actuación los objetivos de calidad paisajística establecidos por el Estudio. 

 Artículo 20. Integración paisajística. 

 1. Una actuación se considera integrada en el paisaje cuando no afecta negativamente al 
carácter del lugar y no impide la posibilidad de percibir los recursos paisajísticos. 

 2. Se entenderá que una actuación no está integrada en el paisaje, y, por lo tanto, produce 
impacto paisajístico negativo, cuando se de, una o varias de las siguientes circunstancias: 

 a) Incumple los criterios y determinaciones del paisaje incluidas en la planifi cación sectorial 
paisajística y en las medidas en vigor. 

 b) Falta de adecuación de la actuación a los objetivos de calidad defi nidos por los Estudios 
de Paisaje, para las Unidades de Paisaje donde se ubica la actuación. 

 c) Incumple las medidas de integración paisajística incluidas en el Análisis de Impacto e 
Integración Paisajística y los condicionantes impuestos en su autorización. 

 d) Daña o destruye recursos paisajísticos de alguno de los denominados Paisajes Relevan-
tes. 
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 DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Catálogo de Paisajes Relevantes  

 1. El Gobierno de Cantabria elaborará un Catálogo de Paisajes Relevantes, entre los que se 
incluirán, necesariamente, los paisajes reconocidos por su normativa sectorial, concretamente 
los Paisajes Protegidos reconocidos en la Ley de Cantabria 4/2006, de 19 de mayo, de Conser-
vación de la Naturaleza de Cantabria y los Paisajes Culturales reconocidos en la Ley 11/1998, 
de 13 de octubre, de Patrimonio Cultural de Cantabria. 

 2. El Catálogo de Paisajes Relevantes será tenido en cuenta en el diseño de las distintas 
políticas e instrumentos de planifi cación con incidencia paisajística, así como en la redacción 
de los proyectos que puedan incidir en los mismos. 

 3. El Catálogo de paisajes relevantes se ajustará al mismo procedimiento para su aproba-
ción que los Estudios de Paisaje. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Modifi cación de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de 
Ordenación territorial y Régimen urbanístico del Suelo de Cantabria.  

 Se modifi ca el apartado 3 del artículo 59 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación 
Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, que queda redactado de la siguiente 
manera: 

 "Artículo 59. Contenido. 

 3. En ausencia de Plan General de Ordenación Urbana, los Ayuntamientos podrán asimismo 
formular Planes Especiales con las mismas fi nalidades del apartado 1 de este artículo, circuns-
cribiendo su operatividad exclusivamente al ámbito municipal y teniendo en cuenta asimismo 
lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 60. 

 Hasta la aprobación del Plan Regional de Ordenación Territorial la Comunidad Autónoma 
igualmente podrá formular y aprobar uno o varios planes especiales a los que se refi ere el 
apartado 1 de este artículo." 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Modifi cación de la Ley 17/2006, 

de Control Ambiental Integrado 

 Se añade un nuevo apartado l en el Grupo 3 del Anexo B1 de la Ley 17/2006 de Control 
Ambiental Integrado que queda redacto del siguiente modo: 

 "Paisaje." 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Plan de acción para la erradicación 

de Plantas Invasoras 

 El Gobierno de Cantabria, en el plazo máximo de un año, elaborará y aprobará mediante 
Decreto un plan de acción para la erradicación de Plantas Invasoras en el que se preverán los 
medios económicos oportunos para su ejecución. 

 DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Procedimientos en tramitación 

 No quedarán sometidos a las condiciones de esta Ley, siendo resueltos conforme a las con-
diciones y normativa anteriormente vigente: 

 a) Los planes y proyectos cuya elaboración ya se hubiere iniciado a la entrada en vigor de 
la presente Ley, siempre que no haya existido una inactividad municipal de impulso de los 
mismos por un tiempo superior a los dos años. 
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 b)Los procedimientos de obtención de autorizaciones iniciados a la entrada en vigor de la 
presente Ley. 

 DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Desarrollo  

 1. Se autoriza al Gobierno de Cantabria para dictar las normas necesarias para desarrollar 
y aplicar las disposiciones de la presente Ley. 

 2. En particular, el Gobierno de Cantabria en el plazo de seis meses a contar desde la pu-
blicación de esta Ley fi jará el calendario para la elaboración y aprobación de los instrumentos 
de ordenación así como del catálogo de Paisajes relevantes. 

 DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Entrada en vigor 

 La presente Ley entrará en vigor en el plazo de un mes a contar desde el día de su publica-
ción en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 

 Palacio del Gobierno de Cantabria, 22 de diciembre de 2014. 

 El presidente de la Comunidad Autónoma de Cantabria,  

 Juan Ignacio Diego Palacios.  

 ANEXO I. ÁMBITOS PAISAJÍSTICOS  

    
 2014/18675 
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   PARLAMENTO DE CANTABRIA

   CVE-2014-18676   Ley 5/2014, de 26 de diciembre, de Vivienda Protegida de Cantabria.

   EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE CANTABRIA 

 Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad 
el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2º del Estatuto de Autonomía para Can-
tabria, promulgo la siguiente: 

 Ley de Cantabria 5/2014, de 26 de diciembre, de Vivienda Protegida de Cantabria. 

 ÍNDICE 

   

 CAPÍTULO I. Régimen Jurídico de la vivienda protegida. 

 Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

 Artículo 2. Concepto de vivienda protegida. 

 Artículo 3. Propietarios y usuarios. 

 Artículo 4. Requisitos de los usuarios de viviendas protegidas. 

 Artículo 5. Destino y ocupación de las viviendas protegidas. 

 Artículo 6. Autorización para no ocupar temporalmente la vivienda. 

 Artículo 7. Precio de las viviendas protegidas. 

 Artículo 8. Módulo básico autonómico. 

 Artículo 9. Valor de los terrenos en la promoción de viviendas protegidas. 

 Artículo 10. Superfi cie. 

 Artículo 11. Duración del régimen de protección. 

 CAPÍTULO II. La califi cación de las viviendas protegidas. 

 Artículo 12. Califi cación de las viviendas protegidas. 

 Artículo 13. Califi cación provisional. 

 Artículo 14. Califi cación defi nitiva. 

 Artículo 15. Denegación de la Califi cación defi nitiva. 

 Artículo 16. Descalifi cación de las viviendas protegidas. 

 CAPÍTULO III. Promoción de las viviendas protegidas. 

 Artículo 17. Promoción de viviendas protegidas. 

 Artículo 18. Promotores para uso propio. 

 Artículo 19. Publicidad de viviendas protegidas. 

 CAPÍTULO IV. Acceso a las viviendas protegidas. 

 Artículo 20. Adjudicación de viviendas protegidas. 

 Artículo 21. La transmisión de la propiedad y del uso de las viviendas protegidas. 

 Artículo 22. Autorización para la transmisión y ocupación de viviendas protegidas. 

 Artículo 23. Percepción de cantidades anticipadas. 

 Artículo 24. Elevación a escritura pública. 



GOBIERNO
de
CANTABRIA

B O L E T Í N O F I C I A L D E C A N T A B R I A

i boc.cantabria.esPág. 3935

LUNES, 29 DE DICIEMBRE DE 2014 - BOC EXTRAORDINARIO NÚM. 67

2/29

C
V
E
-2

0
1
4
-1

8
6
7
6

 Artículo 25. Limitaciones y prohibiciones a la facultad de disposición sobre las viviendas y 
alojamientos protegidos. 

 Artículo 26. Derechos de adquisición preferente. 

 CAPÍTULO V. Programación en materia de vivienda. 

 Artículo 27. Objeto de la programación pública de vivienda. 

 Artículo 28. Competencias en la programación pública de vivienda. 

 Artículo 29. Procedimiento de elaboración del Plan. 

 Artículo 30. Contenido mínimo del Plan. 

 CAPÍTULO VI. Viviendas protegidas propiedad de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

 Artículo 31. Obligatoriedad de seguros de daños. 

 Artículo 32. Resolución de contratos. 

 Artículo 33. Procedimiento para declarar la resolución del contrato. 

 Artículo 34. Modifi cación del contrato. 

 Artículo 35. Potestad de desahucio. 

 Artículo 36. Parque público de vivienda en alquiler. 

 CAPÍTULO VII. Inspección y régimen sancionador en materia de vivienda protegida. 

 Sección 1.ª Inspección en materia de vivienda protegida. 

 Artículo 37. Competencias y actividad inspectora. 

 Artículo 38. Funciones de los inspectores de vivienda. 

 Artículo 39. Actas de inspección. 

 Artículo 40. Obligaciones de información y colaboración de las Administraciones Públicas y 
de las personas físicas o jurídicas. 

 Artículo 41. Obligación de comparecencia. 

 Artículo 42. Protección de Datos de carácter personal. 

 Sección 2.ª Régimen sancionador. 

 Artículo 43. Competencias y procedimiento. 

 Artículo 44. Caducidad del procedimiento. 

 Artículo 45. Responsabilidad de las personas infractoras. 

 Artículo 46. Reposición de la situación alterada. 

 Artículo 47. Concurrencia de infracciones 

 Artículo 48. Prescripción de las infracciones. 

 Artículo 49. Prescripción de las sanciones. 

 Sección 3.ª Infracciones y sanciones en materia de vivienda protegida. 

 Artículo 50. Concepto y clases de infracciones. 

 Artículo 51. Infracciones leves. 

 Artículo 52. Infracciones graves. 

 Artículo 53. Infracciones muy graves. 

 Artículo 54. Sanciones pecuniarias y su graduación. 

 Artículo 55. Sanciones accesorias. 

 Artículo 56. Multas coercitivas. 

 Disposición adicional primera. Equivalencia de viviendas protegidas y viviendas de protec-
ción ofi cial de régimen especial. 
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 Disposición adicional segunda. Bienes y derechos adscritos. Inventario de bienes. 

 Disposición adicional tercera. Competencias en materia de vivienda protegida y patrimonio 
regional del suelo. 

 Disposición adicional cuarta. Viviendas de regímenes anteriores al Real Decreto-ley 31/1978, 
de 31 de octubre. 

 Disposición adicional quinta. Régimen de los alojamientos protegidos. 

 Disposición adicional sexta. Informe preceptivo. 

 Disposición adicional séptima. Convenios de colaboración y simplifi cación de trámites ad-
ministrativos. 

 Disposición adicional octava. Precio máximo de venta y renta de las viviendas protegidas 
que se califi quen provisionalmente a partir de la entrada en vigor de la presente ley. 

 Disposición adicional novena. Precio de venta y renta de las viviendas califi cadas antes de 
la entrada en vigor de la presente ley. 

 Disposición adicional décima. Módulo básico autonómico. 

 Disposición adicional decimoprimera. Ámbitos territoriales de precio máximo superior. 

 Disposición adicional decimosegunda. Requisitos económicos de los usuarios de las vivien-
das protegidas. 

 Disposición transitoria primera. Incentivo a la transmisión de viviendas de protección ofi cial. 

 Disposición transitoria segunda. Adaptación a la presente ley de los modelos de viviendas 
protegidas o de protección pública previstas en el planeamiento urbanístico y territorial. 

 Disposición transitoria tercera. Valor del terreno acogido al ámbito de protección. 

 Disposición transitoria cuarta. Efectos del régimen jurídico establecido por la presente ley. 

 Disposición derogatoria primera. 

 Disposición derogatoria segunda. 

 Disposición fi nal primera. Condiciones de diseño y habitabilidad de las viviendas. 

 Disposición fi nal segunda. Título competencial. 

 Disposición fi nal tercera. Habilitación para el desarrollo reglamentario. 

 Disposición fi nal cuarta. Entrada en vigor. 

 PREÁMBULO  

 I  

 La Constitución Española consagra los principios rectores de la política social y económica 
que deben inspirar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 
públicos. Uno de dichos principios consagra el derecho a disfrutar de una vivienda digna y 
adecuada y ordena a los poderes públicos, que promuevan las condiciones necesarias y esta-
blezcan las normas pertinentes para hacer efectivo el derecho. 

 Directamente relacionado con la vivienda, cabe recordar que el artículo 24.3 del Estatuto de 
Autonomía de Cantabria, aprobado por Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, atribuye la 
competencia exclusiva en materia de vivienda a la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

 Desde la aprobación del Estatuto en la Comunidad Autónoma de Cantabria no se había es-
tablecido un marco legal de la vivienda protegida, por lo que el régimen jurídico aplicable a la 
vivienda protegida era el contenido en la normativa estatal anterior al Estatuto: fundamental-
mente el Real Decreto-ley 31/1978, de 31 de octubre, sobre política de vivienda; el Real De-
creto 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que se desarrolla aquél y el Decreto 2114/1968, 
de 24 de julio, por el que se aprueba el reglamento para la aplicación de la Ley sobre Viviendas 
de Protección Ofi cial. Con posterioridad fueron aprobados diversos decretos que desarrollaban 
planes estatales y autonómicos de vivienda. 
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 La presente ley constituye un paso muy importante, no sólo por ser la primera Ley que 
se dicta en Cantabria sobre vivienda protegida sino, sobre todo, porque establece un marco 
jurídico abierto, que sienta las bases necesarias para hacer efectivo el derecho a la vivienda, 
y que posibilita dar respuesta rápida a las necesidades sociales y a los cambios normativos o 
económicos que puedan producirse, favoreciendo que mediante su desarrollo puedan estable-
cerse las políticas que atiendan a dichos cambios. 

 La Ley se estructura en siete capítulos, con cincuenta y seis artículos, doce disposiciones 
adicionales, cuatro disposiciones transitorias, dos disposiciones derogatorias y cuatro disposi-
ciones fi nales, siendo sus aspectos más destacados los que se indican a continuación. 

 II  

 Antes de entrar en los aspectos destacados de la Ley debe hacerse una mención especial a 
la regulación del silencio administrativo en los distintos procedimientos que la Ley establece. 

 La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, de libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, dispone que en los procesos de autorización la regla general es el silencio positivo, 
aunque excluye los servicios sociales relativos a la vivienda social. El ámbito de aplicación de 
la presente ley es más amplio que el que abarcan los servicios sociales relacionados con la 
vivienda social, por ello, siguiendo los principios de la citada Ley 17/2009, se ha optado por 
el silencio positivo en los procedimientos en los que la resolución produce efectos que afectan 
al interesado y a la Administración Pública, y por el silencio negativo cuando los efectos de 
dichos procedimientos pueden afectar a la esfera jurídica o patrimonial de terceros, como son 
los potenciales demandantes o adquirentes de viviendas que tienen la condición de consumi-
dores. La fi nalidad es proteger al ciudadano en el proceso de toma de decisión de compra o 
alquiler de vivienda protegida, para que reúna las condiciones de seguridad jurídica necesarias 
en un negocio jurídico tan importante para la esfera jurídico-patrimonial como es el que pro-
cura la vivienda familiar. Se entiende que en esos casos concurren razones de interés general 
que justifi can el silencio negativo, porque otorga seguridad jurídica a los adquirentes y a los 
arrendatarios de vivienda protegida. 

 III  

 El capítulo I regula el régimen jurídico de la vivienda protegida, quiénes pueden ser sus 
propietarios y sus usuarios, mantiene la obligación de destinar la vivienda a domicilio habitual 
y permanente, y establece las causas que pueden justifi car que la vivienda no sea ocupada 
temporalmente. 

 La ley ha optado por una regulación abierta que permita una intervención rápida en aspec-
tos tales como el precio y la superfi cie máximos de las viviendas, el precio de los terrenos o la 
duración del régimen de protección. Todos ellos son elementos sensibles a situaciones socioe-
conómicas y tienen gran incidencia en el mercado y las transmisiones inmobiliarias. 

 El capítulo I recoge además la posibilidad de que, en desarrollo de políticas de vivienda, 
se puedan proteger fórmulas intermedias entre la vivienda habitual y la colectiva. Se trata de 
fórmulas novedosas que pretenden dar respuesta a necesidades singulares de colectivos me-
recedores de atención. La ley cita algunos, a modo de ejemplo: personas dependientes, de la 
tercera edad, etc, dejando abierta la enumeración ante la posibilidad de que puedan emerger 
otros colectivos distintos también merecedores de protección. 

 IV  

 El capítulo II regula la califi cación de las viviendas protegidas, primer paso para que las 
viviendas de una proyectada promoción tengan la cualidad de "viviendas protegidas". 
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 En relación con el silencio negativo del procedimiento para otorgar la califi cación de la vi-
vienda como protegida, cabe señalar que la resolución de califi cación conlleva bonifi caciones 
fi scales en el Impuesto de Actos Jurídicos Documentados e Impuesto de Bienes Inmuebles, y 
reducciones en el arancel de notarios y registradores, por lo que afecta a la materia tributaria 
que está expresamente excluida del ámbito de aplicación de la Ley de Libre acceso a las acti-
vidades de servicios y su ejercicio. La califi cación afecta al cumplimiento de deberes y cargas 
impuestas para el desarrollo de los suelos por la legislación urbanística y a derechos de los 
consumidores, en cuanto que otorga a las viviendas una naturaleza jurídica especial que lleva 
aparejado el cumplimiento de determinados requisitos por parte del adquirente, y al someti-
miento a un régimen de obligaciones y limitaciones de uso. 

 Con la fi nalidad de proteger a los adquirentes de las viviendas se establecen dos medidas: 
la necesidad de autorización del cambio de titularidad de la califi cación, y la posibilidad de 
optar entre resolver el contrato o rehabilitar el procedimiento de califi cación defi nitiva en los 
casos en que ésta sea denegada. 

 Por último, la ley anuda la descalifi cación voluntaria de las viviendas a la existencia de ra-
zones de interés público y a las necesidades de política de la vivienda, limitando de esta forma 
la potestad discrecional vigente hasta ahora en materia de descalifi cación de viviendas. 

 V  

 Una vez otorgada la califi cación, la promoción de viviendas pasa a ser una promoción de 
viviendas protegidas. El capítulo III está dedicado a la regulación de la promoción de vivien-
das protegidas conservando la tradicional distinción entre viviendas de promoción pública y 
viviendas de promoción privada. Regula la responsabilidad administrativa del promotor (inde-
pendiente de la civil) por la aparición de vicios o defectos que se manifi esten en los cinco años 
desde la califi cación defi nitiva de la vivienda, recogiendo la tradicional protección administra-
tiva del adquirente de la vivienda protegida, y otorga rango legal a las obligaciones de incluir 
en la publicidad la información de la naturaleza de vivienda protegida. 

 VI  

 El capítulo IV contiene un conjunto de medidas referidas al acceso a las viviendas protegi-
das. 

 En primer lugar, se regula la adjudicación de viviendas protegidas y se consagran los prin-
cipios de concurrencia y publicidad como principios rectores de los procesos de adjudicación, 
creándose a tales efectos el registro de demandantes de viviendas protegidas. 

 En segundo lugar, con el fi n de garantizar el cumplimiento de los requisitos exigidos a los 
propietarios y usuarios de las viviendas protegidas, a los contratos y demás negocios jurídicos 
que se celebren sobre las viviendas protegidas, y a la entrega de cantidades a cuenta en la 
compraventa de viviendas protegidas en construcción, se establecen procedimientos de autori-
zación o visado con distintos regímenes de silencio, justifi cándose el silencio negativo del pro-
cedimiento de autorización de percepción de cantidades a cuenta en la protección de los dere-
chos económicos de los adquirentes de vivienda. Con el fi n de sistematizar toda la información 
acerca de las viviendas protegidas, se crea el registro de viviendas protegidas de Cantabria. 

 Por último, se establece un derecho de adquisición preferente de la Comunidad Autónoma 
sobre las viviendas protegidas mientras se mantenga su régimen de protección. 

 VII  

 El capítulo V está dedicado a la programación en materia de vivienda, defi niendo su objeto, 
las líneas maestras del procedimiento de elaboración del Plan de Vivienda de Cantabria y su 
contenido mínimo. 
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 VIII  

 El capítulo VI está destinado a las viviendas de titularidad de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria poniendo de relieve el compromiso con los sectores sociales desfavorecidos, con la 
adopción de medidas tales como la creación de un parque público de vivienda en alquiler, y las 
dirigidas a evitar la resolución del contrato y el indeseado desahucio, gracias a la posibilidad de 
evaluar la gravedad de los impagos y las circunstancias personales y familiares. 

  IX   

   

 La inspección y el régimen sancionador en materia de vivienda protegida aparecen sistema-
tizados en el capítulo VII. Su principio básico es la regulación de la actividad inspectora para 
garantizar el cumplimiento de la normativa de vivienda, atribuyendo a los empleados públicos 
que las realicen la condición de agentes de la autoridad, y dotándolos de las competencias 
necesarias para conseguir tal fi n. Se establece, asimismo, la exigencia legal del deber de infor-
mación y colaboración con la inspección. 

 La ley regula además la competencia y el procedimiento en materia sancionadora, inspi-
rados en los principios constitucionales de presunción de inocencia, legalidad y tipicidad. Las 
infracciones tipifi cadas corresponden a los incumplimientos de las normas que establecen de-
beres y prohibiciones y se clasifi can en función de su gravedad en leves, graves y muy graves. 
En lo que se refi ere a las sanciones se establece una cuantía acorde con la gravedad de los he-
chos, señalándose además medidas complementarias para reforzar la potestad sancionadora. 

 X  

 Las disposiciones adicionales contienen medidas legislativas de distinta naturaleza. 

 Entre dichas medidas cabe destacar la descalifi cación de las viviendas anteriores al Real 
Decreto-ley 31/1978, de 31 de octubre, excepto en los casos en que estén emplazadas en un 
suelo adquirido por expropiación forzosa. El precio de venta y renta de dichas viviendas fue 
liberalizado por el Real Decreto 727/1993, de 14 de mayo, que no modifi có su régimen de pro-
tección de 50 años, por lo que las viviendas siguen afectadas al régimen jurídico de viviendas 
protegidas a pesar de tener un precio de venta o renta libre. 

 No cabe olvidar que la ordenación territorial y urbana puede tener incidencia en la vivienda, 
por ello se establece un informe preceptivo en materia de vivienda en relación con los instru-
mentos de planeamiento. 

 También se recoge la posibilidad de celebrar convenios que permitan que algunos de los 
trámites administrativos relacionados con la transmisión y disposición de viviendas protegidas 
puedan realizarse por los notarios intervinientes, a solicitud de los interesados, con el objeto 
de que los principios de colaboración y coordinación administrativa se traduzcan en una mayor 
transparencia, reducción de cargas administrativas, y seguridad jurídica para los ciudadanos. 

 Las disposiciones adicionales contienen además un bloque normativo autónomo, no necesi-
tado de desarrollo, aplicable de forma inmediata a la entrada en vigor de la ley, regulando as-
pectos como el módulo básico autonómico, el precio máximo de venta y renta de las viviendas 
protegidas, los requisitos de los usuarios de las viviendas o los ámbitos territoriales. 

 XI  

 La ley atiende a la situación actual de muchas familias y jóvenes que adquirieron una vi-
vienda con el fi n de iniciar un proyecto de vida para lo que asumieron hipotecas y cargas que 
la actual coyuntura económica de falta de empleo les impide atender, hasta el punto de que 
muchos de ellos se han visto obligados a abandonar la vivienda por no poder asumir los gastos 
que conlleva y convivir con familiares. La venta de la vivienda con el fi n de evitar gastos y ha-



GOBIERNO
de
CANTABRIA

B O L E T Í N O F I C I A L D E C A N T A B R I A

i boc.cantabria.esPág. 3940

LUNES, 29 DE DICIEMBRE DE 2014 - BOC EXTRAORDINARIO NÚM. 67

7/29

C
V
E
-2

0
1
4
-1

8
6
7
6

cer frente al pago de la hipoteca topa con la contracción del crédito que difi culta el acceso a la 
fi nanciación a las personas que cumplen las condiciones económicas para acceder a este tipo 
de viviendas. Con el fi n de facilitar la venta de las viviendas, la disposición transitoria primera 
de la ley abre, durante un período de dos años, el abanico de posibles adquirentes. 

 El nuevo plan estatal, aprobado por el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, reorienta las 
políticas de vivienda hacia el alquiler y la rehabilitación y carece de un marco fi nanciero de 
apoyo a la promoción y adquisición de las viviendas protegidas. Como consecuencia, ha desa-
parecido la regulación que se venía aplicando a las viviendas de protección ofi cial clasifi cándo-
las en función de las categorías subvencionables que establecía cada Plan: régimen especial, 
general, concertado, etc., por ello la disposición transitoria segunda establece los mecanismos 
para que los planeamientos que prevén la construcción de viviendas protegidas puedan desa-
rrollarse sean cuales sean sus previsiones en relación con las viviendas protegidas. El sistema 
se completa con otra disposición transitoria para regular el valor del suelo. 

 La ley se completa con dos disposiciones derogatorias y cuatro disposiciones fi nales que 
habilitan al Gobierno de Cantabria para regular las condiciones de diseño y habitabilidad de 
las viviendas de Cantabria, fi jan el título competencial, y facultan al propio Gobierno para el 
desarrollo de la ley y determinan su entrada en vigor. 

 CAPÍTULO I  

 Régimen Jurídico de la vivienda protegida 

 Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

 La presente ley tiene por objeto fomentar el acceso a la vivienda en el ámbito territorial de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria regulando el régimen jurídico y las actuaciones admi-
nistrativas en materia de vivienda protegida. 

 Artículo 2. Concepto de vivienda protegida. 

 1. Es vivienda protegida aquella que, cumpliendo los requisitos y condiciones de uso, des-
tino, precio y superfi cie establecidos por la presente ley y en sus disposiciones de desarrollo, 
es califi cada como tal por un acto administrativo dictado por el órgano competente en materia 
de vivienda. 

 2. Pueden ser además objeto de protección, en los términos que se establezcan por las 
disposiciones que desarrollen la presente ley: 

 a) Los terrenos y obras de urbanización necesarias para llevar a cabo la construcción de las 
viviendas protegidas, los locales comerciales, garajes, anejos, trasteros y otros elementos de 
la vivienda. 

 b) Aquellos alojamientos que constituyan fórmulas intermedias entre la vivienda individual 
y la colectiva, como residencias de estudiantes, de deportistas, apartamentos tutelados o alo-
jamientos asistidos para personas de la tercera edad, personas dependientes u otros colectivos 
cuyas características lo hagan aconsejable. 

 3. A efectos de la presente ley, la denominación de vivienda protegida incluye también el 
resto de los elementos protegidos vinculados a ella. 

 Artículo 3. Propietarios y usuarios. 

 1. Podrán ser propietarios de las viviendas protegidas las personas físicas o jurídicas. 

 2. Únicamente las personas físicas podrán ser usuarios de las viviendas protegidas. Tam-
bién podrán ser usuarios de las viviendas protegidas las administraciones públicas o entidades 
públicas o privadas para destinarlas al alojamiento de personas pertenecientes a colectivos 
vulnerables que precisen de tutela especial. 
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 Artículo 4. Requisitos de los usuarios de viviendas protegidas. 

 1. Los usuarios de las viviendas protegidas deberán cumplir además de los requisitos eco-
nómicos y personales que se establezcan, los siguientes: 

 a) Carecer de una vivienda en propiedad. 

 b) No ostentar la titularidad de un derecho real de goce o disfrute vitalicio sobre una vi-
vienda. 

 c) Estar debidamente inscritos en el Registro de demandantes de viviendas protegidas de 
Cantabria. 

 2. Excepcionalmente podrán ser usuarios de las viviendas quienes no cumpliendo las con-
diciones establecidas en los apartados a) y b) anteriores, se encuentren en alguno de los 
siguientes supuestos: 

 a) Haber sido privados del derecho a usar la vivienda como consecuencia de sentencia fi rme 
de separación, divorcio o nulidad matrimonial, siempre que se encuentren al corriente de pago 
de las pensiones alimenticias y compensatorias. 

 b) Que la vivienda esté sujeta a expediente de expropiación forzosa. 

 c) Que la vivienda esté afectada por actuaciones de emergencia o remodelaciones urbanas 
que hayan implicado la pérdida del uso de la vivienda. 

 3. El Gobierno mediante decreto establecerá los requisitos económicos de los usuarios de 
las viviendas, niveles de renta y, en su caso, los coefi cientes de ponderación. 

 4. El Gobierno mediante decreto podrá regular otras situaciones excepcionales que justifi -
quen exonerar a los usuarios de las viviendas del cumplimiento de los requisitos establecidos 
en los apartados 1.a) y 1.b) de este artículo. 

 5. Las normas que establezcan los requisitos económicos de los usuarios de las viviendas 
podrán determinar la ponderación de los ingresos familiares aplicando coefi cientes en función 
del número de miembros de la unidad familiar, la edad, existencia de discapacitados en la 
misma y otros factores que se estimen oportunos, teniendo en cuenta criterios de progresivi-
dad en su determinación. 

 Artículo 5. Destino y ocupación de las viviendas protegidas. 

 1. Las viviendas protegidas deberán destinarse a domicilio habitual y permanente de sus 
propietarios o de los titulares de los negocios jurídicos que, habiendo sido autorizados, con-
fi eren a su titular el derecho a establecer en la vivienda su domicilio habitual y permanente. 

 2. La ocupación de las viviendas protegidas deberá efectuarse en el plazo de seis meses a 
contar desde su adquisición salvo que medie autorización para no ocupar temporalmente la 
vivienda. Dicho plazo se contará a partir de la fecha de notifi cación de la califi cación defi nitiva 
cuando se trate de viviendas promovidas para uso propio. 

 3. Es domicilio habitual aquel que es ocupado de forma efectiva por sus usuarios. Se en-
tenderá que existe habitualidad cuando la vivienda permanezca ocupada más de seis meses 
seguidos en el término de un año, salvo que medie autorización para no ocupar temporalmente 
la vivienda. 

 4. Es domicilio permanente aquel que constituye la residencia de su usuario. 

 5. La vivienda no perderá el carácter de domicilio permanente por el hecho de que cualquier 
miembro de la familia o unidad de convivencia ejerza en ella una profesión u ofi cio, siempre 
que dicha actividad sea compatible con el uso residencial y se cumplan las condiciones y re-
quisitos que se establezcan. El inicio del ejercicio de la actividad se comunicará en el plazo de 
un mes a la dirección general competente en materia de vivienda mediante una declaración 
responsable. 

 6. La declaración responsable a la que se refi ere el apartado anterior no exime a la persona 
interesada de recabar los restantes permisos, licencias o autorizaciones contemplados en la 
normativa aplicable. 
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 7. Las viviendas protegidas no pueden subarrendarse total o parcialmente, ni destinarse a 
segunda residencia o a otros usos incompatibles con la vivienda. 

 Artículo 6. Autorización para no ocupar temporalmente la vivienda. 

 1. El órgano competente en materia de vivienda podrá autorizar que una vivienda protegida 
no permanezca ocupada por un plazo máximo de dos años, por las siguientes causas debida-
mente acreditadas: 

 a) Motivos laborales o de estudios. 

 b) Enfermedad del legítimo ocupante de la vivienda que requiera ayuda para realizar los 
actos diarios de la vida cotidiana. 

 c) Enfermedad grave de un familiar hasta el segundo grado de consaguinidad o afi nidad que 
requiera ayuda para realizar los actos diarios de la vida cotidiana. 

 El plazo podrá ampliarse como máximo un año más, de forma extraordinaria, cuando den-
tro del segundo año de no ocupación de la vivienda se ponga de manifi esto que por circunstan-
cias que no pudieron ser previstas inicialmente, la causa que motivó la autorización persiste y 
que fi nalizará dentro de dicho plazo extraordinario de un año. 

 2. Las causas que motiven la solicitud de autorización administrativa para no ocupar temporal-
mente una vivienda protegida deben concurrir en la persona que la solicita con posterioridad a la 
fecha en que se hubiera formalizado el contrato de compraventa o arrendamiento de la vivienda. 

 3. Las solicitudes para no ocupar temporalmente una vivienda protegida deberán resolverse 
en el plazo máximo de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que se haya notifi cado resolu-
ción expresa se entenderá estimada la solicitud de autorización. 

 4. No podrá otorgarse una nueva autorización hasta transcurridos tres años desde el fi n del 
plazo máximo de desocupación, incluido el periodo extraordinario de prórroga. 

 5. Por acuerdo del Gobierno podrán establecerse causas extraordinarias que justifi quen la 
autorización para no ocupar temporalmente la vivienda o períodos distintos a los establecidos 
en los apartados anteriores. El acuerdo se publicará en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 

 Artículo 7. Precio de las viviendas protegidas. 

 1. Los precios de venta y renta de las viviendas protegidas y demás elementos que se de-
claren protegidos se fi jarán y revisarán por acuerdo del Gobierno. 

 2. La sujeción a un precio o valoración máximos afecta a todos los elementos protegidos 
estén o no vinculados a la vivienda. 

 3. Siempre que la presente ley haga referencia al precio máximo de las viviendas, habrá de 
entenderse que la expresión se refi ere también a la valoración máxima y al precio y valoración 
máximos de todos los elementos protegidos. 

 4. Durante la vigencia del régimen de protección cualquier acto de disposición de viviendas 
protegidas o de derecho sobre ellas estará sujeto a un precio máximo. 

 5. Cuando por su naturaleza, el acto de disposición carezca de precio, estará sujeto a una 
valoración máxima. 

 6. Queda prohibida la percepción de sobreprecios, cantidades o primas de cualquier espe-
cie, superiores a los precios máximos, incluso por mejoras, obras o instalaciones complemen-
tarias distintas a las que fi guren en el proyecto de obra de la referida vivienda. Esta prohibición 
se extiende al mobiliario que se integre o se sitúe en la vivienda. 

 7. Son nulas las cláusulas y disposiciones que establezcan precios superiores a los máxi-
mos autorizados. En estos casos, se entiende que la transmisión se ha efectuado por el precio 
máximo permitido. Si el adquirente, arrendatario o cesionario abona cantidades superiores al 
precio máximo tiene derecho a reclamar su devolución. 

 8. A los únicos efectos previstos por esta ley, el precio máximo no incluye los impuestos que 
graven el negocio jurídico que se celebre. 
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 Artículo 8. Módulo básico autonómico. 

 1. El módulo básico autonómico es la cuantía en euros por metro cuadrado de superfi cie útil 
que sirve de referencia para la determinación de los precios máximos. 

 2. El módulo básico autonómico se establece por acuerdo del Gobierno que podrá delimitar 
ámbitos territoriales de precio máximo superior. 

 3. El acuerdo del Gobierno se publicará en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 

 Artículo 9. Valor de los terrenos en la promoción de viviendas protegidas. 

 El valor de los terrenos destinados a la promoción de vivienda protegida se determinará 
mediante decreto del Gobierno teniendo en cuenta el precio máximo de venta de las viviendas 
protegidas y demás elementos protegidos y el coste de las obras de urbanización. 

 Artículo 10. Superfi cie. 

 1. La superfi cie útil máxima de las viviendas protegidas es de noventa metros cuadrados. 
Dicha superfi cie no incluye la del resto de los elementos protegidos vinculados a ellas. 

 2. A los efectos de determinar el precio máximo de venta, la superfi cie útil máxima de los 
garajes será de veinticinco metros cuadrados y la de los trasteros de ocho metros cuadrados. 

 3. Mediante decreto podrán establecerse superfi cies de vivienda superiores a la señalada 
en el apartado 1 de este artículo, cuando lo demanden las medidas de protección de colectivos 
especialmente protegidos o el desarrollo y ejecución de programas específi cos de vivienda 
protegida. 

 Artículo 11. Duración del régimen de protección. 

 1. La duración del régimen de protección relativo al uso, conservación y aprovechamiento 
de las viviendas protegidas será de treinta años a partir de la califi cación defi nitiva como vi-
vienda protegida, con las siguientes excepciones: 

 a) Cuando el suelo sobre el que se sustente la promoción haya sido adquirido por cualquier 
título, oneroso o gratuito, de una Administración pública y la promoción o las viviendas no ha-
yan obtenido subvenciones públicas, el régimen de protección durará veinte años. 

 b) Cuando el suelo sobre el que se sustente la promoción no haya sido adquirido por cual-
quier título, oneroso o gratuito, de una Administración pública y la promoción o las viviendas 
no hayan obtenido subvenciones públicas, el régimen de protección durará diez años. 

 2. Mediante decreto se podrán establecer períodos distintos de duración del régimen de 
protección. 

 CAPÍTULO II  

   

 La califi cación de las viviendas protegidas 

 Artículo 12. Califi cación de las viviendas protegidas. 

 1. La califi cación es el acto administrativo por el que se declara que una vivienda o un grupo 
de viviendas satisfacen los requisitos exigidos para las viviendas protegidas establecidos por 
la presente ley y sus disposiciones de desarrollo. La califi cación se otorga a los únicos efectos 
de comprobar el cumplimiento de la normativa específi ca en materia de vivienda protegida. 

 2. La califi cación puede ser provisional o defi nitiva. 

 3. El órgano competente en materia de vivienda habrá de dictar resolución expresa sobre 
la califi cación provisional o defi nitiva, y notifi carla a la persona interesada en el plazo máximo 
de tres meses, a contar desde la fecha en que la solicitud hubiera entrado en un registro de 
la consejería con competencia en materia de vivienda. Transcurrido el mismo plazo sin que se 
haya notifi cado resolución expresa, la solicitud de califi cación se entenderá desestimada. 
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 4. La califi cación establecerá el régimen de uso de las viviendas protegidas. Las viviendas 
protegidas pueden califi carse para uso propio, venta o arrendamiento con o sin opción de com-
pra u otras formas que permitan la cesión de uso. 

 5. El cambio de uso establecido en la califi cación requiere autorización de la consejería 
competente en materia de vivienda. Reglamentariamente se establecerán los requisitos y con-
diciones para la modifi cación del uso establecido en la califi cación. 

 6. La celebración de negocios jurídicos de los que se derive el cambio de titularidad de la 
califi cación de viviendas protegidas requiere la previa autorización de la consejería competente 
en materia de vivienda. 

 7. Las autorizaciones a las que se refi eren los dos apartados precedentes deberán resol-
verse en el plazo máximo de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que se haya notifi cado 
resolución expresa, la solicitud de autorización se entenderá estimada. 

 Artículo 13. Califi cación provisional. 

 La califi cación provisional es la resolución administrativa que declara que una concreta pro-
moción de viviendas tiene las características y cumple las condiciones exigibles, determinando, 
al menos, el número y tipo de viviendas y en su caso, los terrenos y obras de urbanización, los 
locales comerciales, garajes, anejos, trasteros y otros elementos de la vivienda, el régimen de 
uso, el plazo de terminación de las obras y el precio máximo por metro cuadrado de superfi cie 
útil. 

 Artículo 14. Califi cación defi nitiva. 

 1. La califi cación defi nitiva es la resolución administrativa en virtud de la cual las viviendas 
quedan sometidas al régimen de viviendas protegidas. 

 2. Una vez otorgada la califi cación defi nitiva no podrán ejecutarse obras que infrinjan las 
ordenanzas técnicas y normas constructivas exigidas para otorgar la califi cación. 

 3. En la califi cación defi nitiva constará el precio máximo de las viviendas protegidas. 

 4. La califi cación defi nitiva se hará constar en el registro de la propiedad por nota marginal 
de la inscripción de la obra nueva, con expresión de sus circunstancias esenciales, especial-
mente el plazo de duración del régimen de protección. 

 5. Los notarios no podrán autorizar escrituras públicas que documenten la transmisión de 
viviendas protegidas con anterioridad al otorgamiento de la califi cación defi nitiva. 

 6. No se podrán ocupar las viviendas ni contratar defi nitivamente los suministros de agua, 
gas o electricidad sin haber obtenido previamente la califi cación defi nitiva. 

 Artículo 15. Denegación de la califi cación defi nitiva. 

 1. La denegación de la califi cación defi nitiva determinará que los adquirentes de las vivien-
das puedan optar entre: 

 a) Ejecutar la garantía otorgada conforme a la legislación sobre percepción de cantidades 
anticipadas en la construcción y venta de viviendas. 

 b) Solicitar a la dirección general competente en materia de vivienda, en el plazo de tres 
meses desde la denegación de la califi cación defi nitiva, la rehabilitación del expediente a su 
favor, siempre que medie contrato de compraventa o cantidades entregadas a cuenta. Cuando 
la causa de denegación haya sido la falta de terminación de las obras o la existencia de defi -
ciencias en la construcción, todos los adquirentes se comprometerán a terminar las obras o a 
subsanar las defi ciencias que impidieron la obtención de la califi cación defi nitiva. 

 2. La solicitud de rehabilitación del procedimiento no supone renuncia a las acciones judi-
ciales que pudieran corresponder a los adquirentes de las viviendas, ni eximen de la responsa-
bilidad administrativa que deberá ser exigida en cualquiera de los casos. 
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 Artículo 16. Descalifi cación de las viviendas protegidas. 

 1. Las viviendas protegidas solo pueden descalifi carse, de ofi cio o a instancia de parte, por 
razones de interés público vinculadas a las necesidades de la política de vivienda apreciadas 
por el órgano competente. 

 2. La descalifi cación de las viviendas protegidas comportará el previo reintegro de las ayu-
das económicas percibidas y del importe de las exenciones y bonifi caciones tributarias, incre-
mentadas con los intereses legales procedentes. 

 3. La resolución de descalifi cación será presentada en el registro de la propiedad para la 
cancelación de las notas marginales relativas al régimen de protección. 

 4. Las viviendas califi cadas como viviendas protegidas de promoción pública no pueden ser 
objeto de descalifi cación. 

 CAPÍTULO III 
  

 Promoción de las viviendas protegidas 

 Artículo 17. Promoción de viviendas protegidas. 

 1. Pueden ser promotores de viviendas protegidas las personas físicas o jurídicas que no se 
encuentren incursas en inhabilitación para promover viviendas protegidas. 

 2. Las viviendas protegidas pueden ser de promoción pública o privada. 

 3. Son de promoción pública aquellas viviendas que sean promovidas sin ánimo de lucro 
por una administración pública o por entidades de derecho público vinculadas o dependientes. 

 4. Son de promoción privada las viviendas promovidas por una persona física o jurídica 
distinta de las señaladas en el apartado anterior. 

 5. La promoción de viviendas protegidas conlleva la obligación del promotor de ejecutar 
las obras que se ordenen por el órgano competente en materia de vivienda para la reparación 
de los vicios o defectos de la construcción que se manifi esten en los cinco años siguientes a la 
califi cación defi nitiva, sin perjuicio de lo previsto en la legislación civil aplicable. 

 Artículo 18. Promotores para uso propio. 

 Son promotores de viviendas protegidas para uso propio las personas físicas individual-
mente consideradas o agrupadas en cooperativas de vivienda, comunidades de propietarios o 
cualquier otra entidad cuyos estatutos determinen que sus socios o partícipes resulten adjudi-
catarios o arrendatarios de las viviendas, que decidan, impulsen, programen y fi nancien, con 
medios propios o ajenos, la construcción de viviendas protegidas destinadas a satisfacer su 
necesidad de vivienda o la de sus socios o partícipes. 

 Artículo 19. Publicidad de viviendas protegidas. 

 1. Los promotores de viviendas expondrán en la fi nca en que tenga lugar su construcción, 
en sitio visible desde la vía pública y durante todo el período en que se informe o publicite su 
construcción, su venta o su alquiler un cartel informativo de la sujeción de las viviendas al 
régimen de viviendas protegidas, indicando, al menos, el número de califi cación provisional o 
defi nitiva. 

 2. En la publicidad de las viviendas protegidas en las que se pretenda la percepción de 
cantidades a cuenta con anterioridad a la iniciación de las obras o durante el período de cons-
trucción, se hará constar la entidad garante y las bancarias en las que habrán de ingresarse 
las cantidades anticipadas en cuenta especial. 

 3. La publicidad para la venta o arrendamiento de las viviendas protegidas contendrá la 
información relativa a su naturaleza de viviendas protegidas y el número de califi cación provi-
sional o defi nitiva. 

 4. Los edifi cios de viviendas protegidas ostentarán en lugar visible y próximo al dintel de la 
puerta o puertas de acceso del edifi cio una placa metálica que identifi que las viviendas como 
protegidas, e informe, al menos, del número de expediente de califi cación defi nitiva, según 
modelo aprobado por orden del consejero con competencia en materia de vivienda. 
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 CAPITULO IV 

   

 Acceso a las viviendas protegidas 

 Artículo 20. Adjudicación de viviendas protegidas. 

 1. La consejería con competencia en materia de vivienda podrá establecer los procedimien-
tos necesarios para la adjudicación de las viviendas protegidas con el fi n de garantizar que el 
acceso a las mismas sea a favor de aquellas personas que cumpliendo los requisitos exigidos, 
más lo necesiten. 

 2. Los procedimientos de adjudicación estarán presididos por los principios de concurrencia 
y publicidad. 

 3. Asimismo se podrán establecer los criterios de valoración necesarios para regular el ac-
ceso a las viviendas protegidas atendiendo a la situación socio-familiar. 

 4. En cada procedimiento de adjudicación podrán reservarse viviendas para ser adjudicadas 
a quienes formen parte de alguno de los colectivos de especial protección que reglamentaria-
mente se determinen. 

 5. A los efectos anteriores, se crea el registro de demandantes de vivienda protegida de 
Cantabria. Mediante decreto se regularán al menos su contenido y actualización, el órgano 
responsable del registro y el acceso al mismo. 

 Artículo 21. La transmisión de la propiedad y del uso de las viviendas protegidas. 

 1. Las viviendas protegidas pueden ser objeto de compraventa, arrendamiento, o cuales-
quiera otros negocios jurídicos que permitan su ocupación o uso, en los términos previstos en 
la presente ley. 

 2. Los contratos de compraventa, arrendamiento o cualesquiera otros por los que se trans-
mita la propiedad o el uso de las viviendas protegidas deberán formalizarse por escrito. Los 
documentos en los que se formalicen y las escrituras públicas que los recojan deberán conte-
ner las cláusulas que al efecto se establezcan por la consejería con competencia en materia 
de vivienda. 

 3. Los negocios jurídicos por los que se transmita la propiedad o el uso de las viviendas pro-
tegidas no podrán imponer la exigencia de adquisición de un anexo no vinculado a la vivienda 
o de una superfi cie que no esté sujeta a la califi cación. 

 4. Mediante decreto del Gobierno se regulará el registro de viviendas protegidas de Canta-
bria en el que constarán al menos la situación de ocupación y uso de las viviendas protegidas. 

 Artículo 22. Control de la transmisión y ocupación de viviendas protegidas. 

 1. Las escrituras públicas, los contratos privados de compraventa, arrendamiento o cuales-
quiera otros negocios jurídicos que permitan la ocupación o uso de las viviendas protegidas, 
deben someterse a la autorización o visado de la consejería con competencia en materia de 
vivienda, en los términos y condiciones que establezcan sus disposiciones de desarrollo. 

 2. Los documentos a los que se refi ere el apartado anterior una vez formalizados deberán 
ser presentados ante la consejería con competencia en materia de vivienda en el plazo de un 
mes desde su celebración. 

 3. No podrán formalizarse en escritura pública los contratos privados de compraventa, 
arrendamiento o cualesquiera otros negocios jurídicos que permitan la ocupación efectiva o 
uso de las viviendas protegidas, que no hayan obtenido la autorización o el visado de la con-
sejería con competencia en materia de vivienda. 

 4. Los registradores de la propiedad no podrán inscribir en el Registro de la Propiedad nin-
guna escritura pública que no haya obtenido la autorización o el visado referidos en el apartado 
anterior. 
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 5. El incumplimiento de estas normas se pondrá en conocimiento del colegio correspon-
diente y de la Dirección General de los Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia a los 
efectos oportunos. 

 6. El órgano competente en materia de vivienda deberá resolver las solicitudes de autori-
zación o visado y notifi car a los interesados en el plazo de dos meses. Transcurrido dicho plazo 
sin que se haya notifi cado resolución expresa, ésta se entenderá favorable. 

 7. Serán nulos los negocios jurídicos que no hayan obtenido la autorización o visado de la 
consejería con competencia en materia de vivienda. 

 Artículo 23. Percepción de cantidades anticipadas. 

 1. Los promotores o gestores de la promoción de viviendas protegidas que pretendan ob-
tener de los adquirentes, adjudicatarios o cesionarios por cualquier título, entregas de dinero 
antes de iniciar la construcción o durante la misma, deberán solicitar la previa autorización del 
órgano competente en materia de vivienda. 

 2. La autorización habrá de otorgarse en el plazo de un mes desde la recepción de la so-
licitud en el registro del órgano competente en materia de vivienda. Transcurrido dicho plazo 
sin que haya sido notifi cada la resolución, se entenderá denegada por silencio administrativo. 

 Artículo 24. Elevación a escritura pública. 

 1. La compraventa de viviendas protegidas de nueva construcción será elevada a escritura 
pública en el plazo máximo de tres meses desde el requerimiento de cualquiera de las partes 
contratantes. El promotor formulará el requerimiento para la fi rma de las escrituras en el plazo 
de un mes desde la notifi cación de la califi cación defi nitiva. 

 2. La obligación prevista en el apartado anterior no será exigible cuando quede acreditado 
que están pendientes de resolver ante la jurisdicción ordinaria u organismos de arbitraje o 
mediación, controversias entre las partes relacionadas con las obligaciones derivadas del con-
trato. 

 Artículo 25. Limitaciones y prohibiciones a la facultad de disposición sobre las viviendas y 
alojamientos protegidos. 

 1. Podrán establecerse limitaciones y prohibiciones a la facultad de disposición de las vi-
viendas y alojamientos protegidos en las normas que establezcan medidas fomento, ayudas o 
subvenciones para su promoción o adquisición. 

 2. Las limitaciones y prohibiciones de disponer constarán en los títulos que documenten la 
compraventa, la adjudicación o la obra nueva en el supuesto de promoción individual para uso 
propio. Las limitaciones y prohibiciones de disponer constarán en el registro de la propiedad 
mediante nota marginal. 

 Artículo 26. Derechos de adquisición preferente. 

 1. La Comunidad Autónoma de Cantabria ostenta un derecho de tanteo y retracto sobre 
todas las viviendas protegidas, en segundas y posteriores transmisiones, ejercitable mientras 
se mantenga el régimen de protección. 

 2. No se podrán ejercer los derechos de tanteo y retracto en los supuestos de que la trans-
misión se produzca entre personas con parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado, o 
entre cónyuges o miembros de parejas de hecho legalmente constituidas. Tampoco se podrán 
ejercer en las transmisiones a título gratuito entre ascendientes o descendientes en cualquier 
grado, incluidos pactos sucesorios. 

 3. El precio del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto sobre las viviendas no podrá 
ser superior al precio máximo legalmente aplicable. 
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 4. Los titulares de viviendas protegidas deberán comunicar al órgano competente en mate-
ria de vivienda la decisión de transmitirlas, expresando el precio y forma de pago proyectados, 
las condiciones esenciales de la transmisión, los datos del interesado en la adquisición y el 
consentimiento expreso de éste para que el órgano competente en materia de vivienda com-
pruebe el cumplimiento de las condiciones exigidas para acceder a la vivienda. 

 5. El plazo para el ejercicio del derecho de tanteo y para el pago del precio de la vivienda es 
de cuatro meses contados a partir de la recepción de la comunicación en el órgano competente 
en materia de vivienda. 

 6. La Comunidad Autónoma de Cantabria puede ejercer el derecho de retracto siempre que 
no se hubiese comunicado la decisión de transmitir la vivienda, que se omitiera en ella alguno 
de los requisitos exigidos por la legislación aplicable, o que el precio efectivo de la transmisión 
de la vivienda sea inferior al comunicado. 

 7. El plazo del ejercicio del derecho de retracto es de cuatro meses desde que el órgano 
competente en materia de vivienda tenga conocimiento fehaciente de la realización de la 
transmisión de la vivienda. 

 8. Corresponderá a la consejería competente en materia de vivienda el ejercicio de los 
derechos de adquisición preferente, que se atribuyen en esta ley a la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria sobre viviendas protegidas. 

 9. La competencia para la fi rma de los documentos, públicos o privados, que hayan de 
otorgarse en ejercicio de las anteriores facultades, se atribuye al consejero competente en 
materia de vivienda. 

 10. El procedimiento de ejercicio de los derechos de tanteo y retracto será establecido por 
las disposiciones que desarrollen la presente ley. 

 CAPÍTULO V   

 Programación en materia de vivienda  

 Artículo 27. Objeto de la programación pública de vivienda. 

 La programación pública en materia de vivienda tendrá por objeto crear las condiciones 
necesarias para que todos los ciudadanos, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Can-
tabria, puedan disfrutar de una vivienda digna y adecuada, sea en el medio urbano o en el 
medio rural, especialmente los que más difi cultades tengan para ello, contribuyendo a corre-
gir los desequilibrios existentes en el mercado y ampliar la oferta de viviendas destinadas al 
arrendamiento. 

 Artículo 28. Competencias en la programación pública de vivienda. 

 La consejería competente en materia de vivienda elaborará un Plan de Vivienda de Canta-
bria, cuya aprobación corresponderá al Gobierno. 

 Artículo 29. Procedimiento de elaboración del Plan. 

 1. Para la elaboración del Plan se recabarán los informes, estudios y consultas que se esti-
men convenientes. 

 2. En el procedimiento de elaboración del Plan se recabará la participación de los agentes 
económicos y sociales más representativos. Igualmente, será oída la asociación de municipios 
de mayor implantación en la Comunidad Autónoma de Cantabria, así como otras organizacio-
nes cuyos fi nes guarden relación directa con el objeto del Plan. 

 Artículo 30. Contenido mínimo del Plan. 

 1. El Plan tendrá los siguientes contenidos mínimos: 
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 a) Análisis y evolución del sector y, en su caso, resultados procedentes de los planes ante-
riores. 

 b) Objetivos y prioridades, así como su distribución territorial. 

 c) Defi nición de las distintas actuaciones públicas protegibles. 

 d) Previsión de fi nanciación, modalidades de ayudas autonómicas así como gestión de las 
ayudas estatales. 

 e) Condiciones de acceso a las actuaciones protegidas recogidas en el Plan. 

 f) Medidas complementarias necesarias para alcanzar los objetivos fi jados. 

 g) Periodo de aplicación del Plan y programación anual. 

 h) Medidas para el seguimiento, aplicación y evaluación del Plan. 

 2. En cumplimiento de las políticas de inclusión social, el Plan podrá establecer programas 
de actuación y líneas de colaboración con otras administraciones públicas o con entidades sin 
ánimo de lucro que lleven a cabo actividades y programas de carácter social para que puedan 
disponer de viviendas y destinarlas a personas que requieran especial atención por sus cir-
cunstancias personales, económicas o sociales. 

 CAPÍTULO VI   

 Viviendas protegidas propiedad de la Comunidad Autónoma de Cantabria  

 Artículo 31. Obligatoriedad de seguros de daños. 

 La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria podrá exigir a los usuarios por 
cualquier título de las viviendas de su propiedad, la formalización a su cargo de una póliza 
de seguro que cubra los desperfectos a la vivienda y a sus anejos, y los daños por lesiones y 
deterioros que se puedan ocasionar. 

 Artículo 32. Resolución de contratos. 

 La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria podrá resolver los contratos, 
cualquiera que sea su naturaleza jurídica, sobre bienes integrantes del patrimonio en materia 
de vivienda protegida y suelo por las siguientes causas: 

 a) La falta de pago de las cantidades pactadas en los contratos o negocios jurídicos, así 
como de las cantidades que sean exigibles por servicios, gastos comunes o cualesquiera otras 
establecidas en la legislación vigente. 

 b) El incumplimiento del destino de la vivienda a domicilio habitual y permanente o la ocu-
pación de la misma por personas ajenas a la unidad familiar sin haber obtenido la preceptiva 
autorización administrativa. 

 c) El destino a un uso indebido o no autorizado. 

 Artículo 33. Procedimiento para declarar la resolución del contrato. 

 1. Una vez llegue a conocimiento de la consejería competente en materia de vivienda la 
existencia de hechos que pudieran dar lugar a la resolución del contrato, ésta llevará a cabo 
las actuaciones previas necesarias para determinar la procedencia de inicio del procedimiento 
para declarar la resolución del contrato. 

 2. El acuerdo de inicio del procedimiento se notifi cará al titular del contrato para que en el 
plazo de quince días formule alegaciones. Si la causa de resolución fuese la falta de pago de las 
cantidades a las que viniera obligado en virtud del contrato, se le otorgará un plazo de un mes 
para que regularice la situación. En este caso, la notifi cación del acuerdo de inicio suspenderá 
el plazo para resolver el procedimiento por un tiempo igual al otorgado para la regularización 
del pago. 
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 3. En el procedimiento para la resolución del contrato se tendrán en cuenta la gravedad del 
impago y las circunstancias personales y familiares del titular del contrato. 

 4. Se otorgará audiencia al interesado acerca de la propuesta de resolución que se dicte. 

 5. El vencimiento del plazo de un año desde el inicio del procedimiento sin que se haya no-
tifi cado su resolución determina la caducidad del mismo, que se declarará de ofi cio. 

 Artículo 34. Modifi cación del contrato. 

 Excepcionalmente, a petición de la persona interesada, en los casos de imposibilidad obje-
tivamente acreditada de pago de las cantidades previstas en el contrato, se podrán conceder 
aplazamientos y fraccionamientos conforme a las condiciones que reglamentariamente se de-
terminen. 

 Artículo 35. Potestad de desahucio. 

 1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria podrá ejercer la potestad de 
desahucio administrativo frente a los ocupantes de los bienes integrantes del patrimonio en 
materia de vivienda protegida y suelo cuyo contrato haya sido declarado resuelto, y frente a 
los ocupantes que carezcan de título legal para ello. 

 2. La resolución por la que se acuerde el ejercicio de la potestad de desahucio otorgará el 
plazo de un mes para proceder a la desocupación voluntaria y la entrega del bien. Dicho plazo 
podrá prorrogarse, excepcionalmente, por un mes más. 

 3. El ejercicio de la potestad de desahucio se llevará a cabo con las garantías establecidas 
en las normas procesales. 

 Artículo 36. Parque público de vivienda en alquiler. 

 1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria creará un parque público 
de vivienda destinado preferentemente al arrendamiento para personas con difi cultades de 
acceso a una vivienda, a las que exigirá una renta en función de su nivel de ingresos. Dicho 
parque se constituirá: 

 a) Con las viviendas obtenidas en virtud del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, 
y como consecuencia de la resolución de contratos conforme a las disposiciones de esta ley. 

 b) Con las viviendas que pueda adquirir o promover la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria con esta fi nalidad. 

 c) Con las viviendas cuya titularidad o cuyo uso corresponda a la Comunidad Autónoma de 
Cantabria por cualquier causa y no tengan otro destino. 

 2. Mediante orden del titular de la consejería con competencia en materia de vivienda po-
drán establecerse porcentajes de reserva de viviendas, integrantes del parque público para la 
atención de colectivos en riesgo de exclusión social. 

 CAPÍTULO VII   

 Inspección y régimen sancionador en materia de vivienda protegida   

 SECCIÓN 1.ª   

 INSPECCIÓN EN MATERIA DE VIVIENDA PROTEGIDA  

 Artículo 37. Competencias y actividad inspectora. 

 1. El órgano competente en materia de vivienda desarrollará actividades de inspección de 
las viviendas protegidas existentes en la Comunidad Autónoma de Cantabria a los efectos de 
acreditar el cumplimiento de la normativa reguladora en esta materia, conforme a lo estable-
cido en la presente ley y en su normativa de desarrollo. 
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 2. Los empleados públicos a los que se encomiende expresamente el ejercicio de las tareas 
de inspección tienen la condición de autoridad. Las actas formalizadas en el ejercicio de la 
actividad inspectora tendrán valor probatorio de los hechos que se refl ejan en ellas, sin perjui-
cio de las pruebas que en defensa de sus derechos e intereses pudiesen señalar o aportar las 
personas interesadas. 

 3. Las administraciones públicas podrán otorgar determinadas facultades de vigilancia y 
control a entidades públicas o privadas, estableciéndose las funciones a desarrollar, entre las 
que fi gurará la obligación expresa de formular las correspondientes denuncias por las infrac-
ciones administrativas tipifi cadas por esta ley. 

 4. Los empleados de dichas entidades públicas o privadas deberán realizar las funciones 
debidamente acreditados. 

 Artículo 38. Funciones de los inspectores de vivienda. 

 Corresponde a los empleados públicos a los que se encomiende expresamente el ejercicio 
de las tareas de inspección el ejercicio de las siguientes funciones: 

 a) La investigación y comprobación del cumplimiento de lo previsto en la presente ley, sus 
disposiciones de desarrollo y, en general, de la normativa sobre vivienda protegida que resulte 
aplicable en la Comunidad Autónoma de Cantabria, practicando cuantas mediciones y pruebas 
sean necesarias a tal fi n. 

 b) La propuesta de adopción de medidas provisionales y defi nitivas para asegurar el cum-
plimiento de la legislación vigente, incluidas las de protección y restauración de la legalidad. 

 Artículo 39. Actas de inspección. 

 1. En las actas de inspección habrán de incluirse, como mínimo, el lugar, fecha y hora de 
la inspección, la descripción detallada de las presuntas infracciones y las circunstancias en las 
que se realizó su observación, la identidad del empleado o empleados públicos que partici-
paron en la inspección y cualesquiera otras circunstancias fácticas que, a juicio del inspector, 
resulten relevantes, incluida, en su caso, la identifi cación de las personas presentes. 

 2. Podrán incluirse también, a criterio del inspector, la califi cación jurídica provisional de las 
posibles infracciones, con indicación del precepto presuntamente infringido y la propuesta de 
medidas provisionales o defi nitivas que fuesen convenientes para la protección de la legalidad. 

 3. El acta será fi rmada por las personas presentes. Si alguna de ellas se negara a fi rmar, se 
dejará constancia de ello en el acta. 

 4. Una copia del acta se entregará a la persona interesada. 

 Artículo 40. Obligación de información y colaboración de las Administraciones Públicas y de 
las personas físicas o jurídicas. 

 1. Las Administraciones públicas, las personas físicas y las personas jurídicas, públicas o 
privadas, están obligadas a proporcionar a la consejería con competencia en materia de vi-
vienda los datos, informes, antecedentes y justifi cantes que les fuesen solicitados para verifi -
car el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley y en su normativa de 
desarrollo. 

 2. Las empresas o entes distribuidores, comercializadores o suministradores de los servi-
cios de energía eléctrica, agua, gas y telefonía están obligadas a facilitar a la consejería con 
competencia en materia de vivienda los datos y antecedentes con trascendencia para compro-
bar la ocupación de las viviendas que recabe ésta. 

 3. Las empresas, sociedades y agencias dedicadas a la compraventa de bienes inmuebles o 
a la gestión de arrendamientos están obligados a proporcionar los datos relativos a las condi-
ciones de la transmisión, o del alquiler de las viviendas protegidas. 

 4. Las Administraciones municipales aportarán los datos relativos al empadronamiento, la 
residencia, al certifi cado de convivencia, o cualquier otro que resulte necesario para la inves-
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tigación de presuntas infracciones, así como para la indagación del grado de ocupación de las 
viviendas en los respectivos términos municipales. 

 5. La información requerida será facilitada en el plazo máximo de un mes desde su solicitud. 

 6. Los ocupantes de las viviendas tienen el deber de colaboración con las funciones de los 
inspectores de vivienda, facilitando el acceso a la misma cuando la naturaleza de los hechos 
investigados lo haga imprescindible, y se cumplan los requisitos procesales exigibles. 

 7. La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria podrá solicitar, cuando sea 
necesaria, la colaboración de las Fuerzas y Agentes de Seguridad. 

 Artículo 41. Obligación de comparecencia. 

 Las Administraciones públicas y las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas están 
obligadas a comparecer para deponer en actuaciones que se tramiten en el órgano competente 
en materia de vivienda en aplicación de la legislación de viviendas protegidas en calidad de 
denunciante, denunciado, expedientado, perito o testigo. 

 Artículo 42. Protección de Datos de carácter personal. 

 La cesión de aquellos datos de carácter personal, objeto de tratamiento, que se debe 
efectuar al órgano competente en materia de vivienda conforme a lo dispuesto en esta ley, 
no requerirá el consentimiento del afectado, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. 

 SECCIÓN 2.ª  

 RÉGIMEN SANCIONADOR  

 Artículo 43. Competencias y procedimiento. 

 1. En el ámbito de la presente ley la potestad sancionadora corresponde al Gobierno de 
Cantabria, que la ejercerá a través de los siguientes órganos: 

 a) El director general competente por razón de la materia, para iniciar los procedimientos 
sancionadores con independencia de la tipifi cación de los hechos y para imponer las sanciones 
que se deriven de infracciones leves y graves. 

 b) El Consejero competente por razón de la materia, para imponer las sanciones que se 
deriven de infracciones muy graves. 

 2. Cuando en el mismo procedimiento se contemplen diversas infracciones califi cadas de 
forma distinta, el órgano competente para dictar resolución será el que la tenga para sancionar 
la más grave. 

 Artículo 44. Caducidad del procedimiento. 

 El vencimiento del plazo de un año desde el inicio del procedimiento sancionador sin que 
se haya notifi cado su resolución determina la caducidad del mismo, que se declarará de ofi cio. 

 Artículo 45. Responsabilidad de las personas infractoras. 

 Serán sancionadas por los hechos constitutivos de las infracciones previstas en la presente 
ley las personas físicas o jurídicas que resulten responsables de las mismas, aún a título de 
simple inobservancia. Cuando la responsabilidad de los hechos constitutivos de infracción co-
rresponda a una persona jurídica, podrán considerarse responsables además, las personas 
físicas integrantes de sus órganos de dirección que hubieran autorizado o consentido la comi-
sión de la infracción. Dichas personas físicas serán consideradas responsables, en su caso, si 
la persona jurídica se extinguiese antes de ser sancionada. 
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 Artículo 46. Reposición de la situación alterada. 

 1. Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador re-
gulado en la presente ley serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición a su 
estado originario de la situación alterada. 

 2. Sin perjuicio de aplicar las sanciones procedentes, en las resoluciones de los proce-
dimientos sancionadores podrá imponerse a los infractores la obligación de reintegrar a los 
adquirientes, arrendatarios o cesionarios de las viviendas las cantidades indebidamente perci-
bidas, así como la realización de las obras de reparación y conservación que sean aplicables y 
las necesarias para acomodar la edifi cación al proyecto aprobado. 

 Artículo 47. Concurrencia de infracciones. 

 Si de un mismo hecho derivan distintas infracciones cada una de ellas será objeto de la 
correspondiente sanción. 

 Artículo 48. Prescripción de las infracciones. 

 1. Las infracciones a que se refi ere la presente ley prescribirán por el transcurso de los 
siguientes plazos: las leves prescribirán al año, las graves a los tres años y las muy graves a 
los cinco años. 

 2. Dicho plazo se contará desde el día en que fue cometida la infracción, y se interrumpirá 
con la notifi cación de la iniciación del procedimiento sancionador al interesado. 

 3. Se entenderá cometida la infracción el día de fi nalización de la actividad, o el del último 
acto con el que la infracción esté plenamente consumada. 

 Artículo 49. Prescripción de las sanciones. 

 1. Las sanciones a que se refi ere la presente ley prescribirán por el transcurso del plazo de 
cuatro años desde que adquieran fi rmeza en vía administrativa. 

 2. La prescripción de las sanciones se interrumpirá en los términos previstos en la legisla-
ción básica estatal. 

 SECCIÓN 3.ª   

 INFRACCIONES Y SANCIONES EN MATERIA DE VIVIENDA PROTEGIDA  

 Artículo 50. Concepto y clases de infracciones. 

 1. Son infracciones administrativas en materia de vivienda protegida las acciones u omisio-
nes tipifi cadas como tales en la presente ley, sin perjuicio de las especifi caciones que puedan 
efectuarse reglamentariamente, dentro de los límites establecidos por la legislación vigente en 
materia sancionadora. 

 2. Las infracciones tipifi cadas en la presente ley se clasifi can en leves, graves y muy graves. 

 Artículo 51. Infracciones leves. 

 Son infracciones leves: 

 a) La ocupación de las viviendas antes de su califi cación defi nitiva. 

 b) El incumplimiento de la obligación de ocupar la vivienda en el plazo de seis meses a con-
tar desde su adquisición en los términos establecidos por la presente ley. 

 c) El incumplimiento del deber de solicitar la autorización de desocupación temporal de la 
vivienda. 

 d) El incumplimiento del deber de presentar en el plazo establecido la declaración res-
ponsable del ejercicio de una profesión u ofi cio en la vivienda que sea compatible con su uso 
residencial. 
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 e) La formalización de contratos de suministros sin haber obtenido la califi cación defi nitiva. 

 f) La omisión en las escrituras públicas, los contratos de compraventa, arrendamiento o 
cualesquiera otros documentos que formalicen la transmisión de la propiedad o del uso de las 
viviendas protegidas de las cláusulas de contenido obligatorio. 

 g) No presentar las escrituras públicas, los contratos privados de compraventa, arrenda-
miento o cualesquiera otros negocios jurídicos que permitan la ocupación o uso de las vivien-
das protegidas en el órgano competente en materia de vivienda, en el plazo de un mes desde 
su celebración. 

 h) En las viviendas propiedad de las Administraciones públicas, el incumplimiento de la 
obligación de contratación y mantenimiento de un seguro cuando su contratación haya sido 
establecida por la administración. 

 i) La obstrucción por los ocupantes o titulares de la vivienda al desarrollo de las funciones 
de inspección y control que practique la consejería con competencia en materia de vivienda 
cuando éstas se lleven a cabo en la forma legalmente establecida. 

 j) La incomparecencia no justifi cada para deponer en actuaciones que se tramiten en la 
consejería con competencias en materia de vivienda en aplicación de la legislación de vivien-
das protegidas en calidad de denunciante, expedientado, perito o testigo. 

 k) El incumplimiento de cualquier obligación impuesta por la presente ley y que no tenga la 
califi cación de infracción grave o muy grave. 

 Artículo 52. Infracciones graves. 

 Son infracciones graves: 

 a) Alterar, omitir u ocultar los datos y las declaraciones que han de aportar los promotores 
y los particulares para verifi car el cumplimiento de los requisitos necesarios y las condiciones 
personales y familiares exigidos en los procedimientos establecidos en la presente ley. 

 b) El incumplimiento de las normas de publicidad de las viviendas protegidas establecidas 
en la presente ley. 

 c) La ocupación de viviendas protegidas sin autorización del órgano competente en materia 
de vivienda. 

 d) El incumplimiento de la obligación de destinar las viviendas protegidas a domicilio habi-
tual y permanente en los términos establecidos por la presente ley. 

 e) El ejercicio de una profesión u ofi cio incompatible con el destino de la vivienda a uso 
residencial o con incumplimiento de las condiciones y requisitos exigidos. 

 f) El subarriendo total o parcial de una vivienda protegida. 

 g) La percepción de sobreprecio, prima o cantidad en concepto de compraventa o arrenda-
miento en las viviendas protegidas, que sobrepasen los precios y rentas máximas establecidas 
en la legislación aplicable. 

 h) La alteración no autorizada del régimen de uso de las viviendas protegidas establecido 
en la califi cación. 

 i) El incumplimiento de los requisitos exigibles para la concesión de la califi cación defi nitiva 
que de lugar a la no obtención de la misma o a su rehabilitación por los adquirentes de las 
viviendas. 

 j) La ejecución de obras después de obtenida la califi cación defi nitiva que modifi quen el pro-
yecto califi cado administrativamente cuando no se ajuste a las ordenanzas técnicas y normas 
constructivas que sean aplicables. 

 k) El acceso a las viviendas protegidas o la obtención indebida de la fi nanciación para la 
promoción o para adquisición de viviendas protegidas incumpliendo los requisitos y condicio-
nes para su acceso. 

 l) La celebración de contratos privados de compraventa, arrendamiento o cualesquiera 
otros negocios jurídicos que permitan la ocupación o uso de las viviendas protegidas sin haber 
obtenido la previa autorización del órgano competente en materia de vivienda. 
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 m) El incumplimiento de la obligación de otorgar escritura pública en el plazo máximo de 
tres meses desde el requerimiento de cualquiera de las partes contratantes, una vez obtenida 
la califi cación defi nitiva. 

 n) El incumplimiento de los deberes de comunicación establecidos en la presente ley que 
impidan o difi culten el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto. 

 ñ) El incumplimiento de las obligaciones de información y colaboración establecidas en el 
artículo 40 de la presente ley. 

 Artículo 53. Infracciones muy graves. 

 Son infracciones muy graves: 

 a) La inexactitud en los documentos y certifi cados expedidos por los promotores o por la 
dirección facultativa de las obras. 

 b) La celebración de negocios jurídicos que tengan como consecuencia el cambio de titu-
laridad de la califi cación de viviendas protegidas sin haber obtenido la previa autorización del 
órgano competente en materia de vivienda. 

 c) El incumplimiento por los promotores de la obligación impuesta por la consejería con 
competencia en materia de vivienda de ejecución de las obras necesarias para la reparación 
de los vicios o defectos de la construcción que se manifi esten en los cinco años siguientes a la 
califi cación defi nitiva. 

 d) La percepción por los promotores de viviendas protegidas durante el período de cons-
trucción de cantidades a cuenta del precio contraviniendo los requisitos establecidos por la 
presente ley y demás disposiciones aplicables. 

 Artículo 54. Sanciones pecuniarias y su graduación. 

 1. Las infracciones tipifi cadas en la presente ley serán sancionadas con multa en las si-
guientes cuantías: 

 a) Las infracciones leves con multa de 100 euros a 3.000 euros. 

 b) Las infracciones graves con multa de 3.001 euros a 15.000 euros. 

 c) Las infracciones muy graves con multa de 15.001 euros a 90.000 euros. 

 2. En la graduación de la sanción se tendrá especialmente en cuenta el daño producido, el 
enriquecimiento injusto obtenido, la existencia de intencionalidad o reiteración y la reinciden-
cia por término de tres años en más de una infracción de la misma naturaleza cuando así haya 
sido declarada por resolución fi rme. 

 Artículo 55. Sanciones accesorias. 

 La imposición de sanciones por la comisión de infracciones graves o muy graves podrá dar 
lugar en el mismo procedimiento, además de a las sanciones previstas en el artículo anterior, 
a la sanción de inhabilitación para participar en promociones de viviendas protegidas en la 
Comunidad Autónoma de Cantabria durante el plazo máximo de tres años, para las infraccio-
nes graves y de cinco años para las muy graves. Si la inhabilitación recae sobre una persona 
jurídica, podrán ser también inhabilitadas las personas físicas integrantes de sus órganos de 
dirección que hubieran autorizado o consentido la comisión de la infracción. 

 Artículo 56. Multas coercitivas. 

 1. Sin perjuicio de las posibles sanciones, se podrán imponer multas coercitivas para ase-
gurar la efi cacia de los actos administrativos frente al incumplimiento de las obligaciones pre-
vistas en la presente ley. 

 2. El importe de las multas coercitivas será el del mínimo que la presente ley establece 
para cada una de las infracciones en función de su califi cación como leve, grave o muy grave, 
incrementándose en un 50 por ciento para la segunda multa coercitiva y en un 100 por ciento 
para la tercera y sucesivas. 
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 3. Será competente para la imposición de multas coercitivas el titular de la dirección gene-
ral competente en materia de vivienda. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Equivalencia de viviendas protegidas 

y viviendas de protección ofi cial de régimen especial 

 1. Las viviendas protegidas de nueva construcción o procedentes de la rehabilitación que 
se califi quen a partir de la entrada en vigor de la presente ley, cuando los adquirentes sean 
unidades familiares cuyos ingresos no excedan de 2,5 veces el IPREM, calculados y ponderados 
de acuerdo a lo establecido por la disposición adicional decimotercera y cumplan los requisitos 
para ser usuarios de las viviendas exigidos en el artículo 4, serán califi cadas además del tipo 
"régimen especial" siempre que el precio máximo por metro cuadrado de superfi cie útil no ex-
ceda de 1,5 veces el módulo básico autonómico y se adquieran para ser destinadas a domicilio 
habitual y permanente de sus propietarios. 

 2. Los anejos de las viviendas a las que se refi ere el apartado anterior tendrán un precio 
máximo del 60 por ciento del precio máximo por metro cuadrado de superfi cie útil correspon-
diente a las viviendas. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Bienes y derechos adscritos. Inventario de bienes 

   

 1. Se consideran adscritos a la consejería con competencias en materia de vivienda para 
el cumplimiento de los fi nes de la política de vivienda aquellas fi ncas del patrimonio de la Co-
munidad Autónoma de Cantabria que integren el patrimonio regional del suelo y las viviendas 
protegidas, locales de negocio y demás edifi caciones complementarias protegidas, propiedad 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria, respecto a las cuales ejercerá su administración, 
gestión y conservación. 

 2. La consejería con competencias en materia de vivienda llevará un inventario de los 
bienes que integren el patrimonio regional del suelo y de las viviendas protegidas, locales de 
negocio, edifi caciones complementarias y otros inmuebles que tenga adscritos. 

 3. El inventario previsto en el apartado anterior se integrará en el inventario general de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Competencias en materia de vivienda protegida 

y patrimonio regional del suelo  

 Corresponde a la consejería con competencia en materia de vivienda, respecto a los bienes 
y derechos adscritos de acuerdo a la disposición adicional anterior, las competencias que la 
normativa reguladora del patrimonio de la Comunidad Autónoma atribuye, con carácter gene-
ral, a la consejería competente en materia de patrimonio. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Viviendas acogidas a regímenes anteriores 

al Real Decreto-ley 31/1978, de 31 de octubre 

 A partir de la entrada en vigor de la presente ley dejarán de estar sometidas a los benefi cios 
y limitaciones de las viviendas de protección ofi cial las viviendas de protección ofi cial de pro-
moción privada, siempre que no se encuentren situadas en terrenos obtenidos por expropia-
ción forzosa, que estén acogidas a regímenes anteriores al Real Decreto-ley 31/1978, de 31 de 
octubre, que a partir de la fecha citada serán consideradas viviendas libres a todos los efectos. 
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 DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Régimen de los alojamientos protegidos 

 La presente ley será de aplicación a los alojamientos protegidos en todo aquello que no 
resulte incompatible con la naturaleza de estos. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Informe preceptivo 

 1. Acordada la redacción, revisión o modifi cación de un instrumento de planeamiento ur-
banístico que afecte a la competencia en materia de vivienda la administración que otorgue la 
aprobación inicial deberá enviar, con anterioridad a dicha aprobación, el contenido del instru-
mento de planeamiento a la consejería competente en materia de vivienda, para su informe 
vinculante. 

 2. El informe será notifi cado en el plazo de tres meses, transcurrido el cual sin haberse 
recibido se considerará favorable. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA. Convenios de colaboración y simplifi cación 

de trámites administrativos 

 1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, podrá suscribir convenios 
de colaboración con el Colegio Notarial de Cantabria con el fi n de conseguir mayor seguridad 
jurídica, agilidad y rapidez en las transmisiones de viviendas protegidas, facilitando a los inte-
resados que lo deseen la simplifi cación de los trámites administrativos. 

 2. Los convenios podrán establecer la forma telemática o técnica y los protocolos o proce-
dimientos para que el notario, a solicitud del interesado solicite y obtenga del órgano compe-
tente en materia de vivienda, las autorizaciones necesarias para adquirir o transmitir viviendas 
protegidas, información, certifi cados o informes acerca de las limitaciones a las que pueda 
estar sujeta la vivienda protegida o cumplimentar trámites necesarios para la transmisión de 
la vivienda protegida. 

 3. Asimismo, los convenios podrán establecer los protocolos y procedimientos para que el 
notario, a solicitud del interesado, remita a la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria las copias electrónicas de las escrituras públicas de negocios jurídicos que tengan 
por objeto una vivienda protegida. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA. Precio máximo de venta y renta de las viviendas 

protegidas que se califi quen provisionalmente a partir de la entrada 

en vigor de la presente ley 

 En tanto el Gobierno dicte el acuerdo al que se refi eren los artículos 7 y 8 de la presente ley, 
los precios máximos de venta y renta de las viviendas protegidas que se califi quen provisional-
mente a partir de la entrada en vigor de la presente ley se fi jará con arreglo a las siguientes 
reglas: 

 a) El precio máximo de venta de las viviendas protegidas es el resultado de multiplicar su 
superfi cie útil por el precio máximo de venta por metro cuadrado de superfi cie útil. 

 b) El precio máximo de venta por metro cuadrado de superfi cie útil es el resultado de mul-
tiplicar el módulo básico autonómico por el coefi ciente de 1,6 y por el coefi ciente multiplicador 
que, en su caso, pudiera corresponder por ubicarse la vivienda en ámbitos territoriales de 
precio superior. 

 c) El importe anual máximo de las rentas de las viviendas protegidas será el 5 por ciento 
del precio máximo de venta en la fecha de la formalización del contrato de arrendamiento. 
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 d) Los elementos como anejos, garajes o traseros, tendrán un precio máximo por metro 
cuadrado de superfi cie útil del 60 por ciento del precio máximo de venta o renta que corres-
ponda al metro cuadrado útil de vivienda. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL NOVENA. Precio de venta y renta de las viviendas 

califi cadas antes de la entrada en vigor de la presente ley 

 1. El precio por metro cuadrado de superfi cie útil de venta y renta de las viviendas que 
hubiesen obtenido califi cación provisional con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
ley permanecerá invariable hasta su califi cación defi nitiva. 

 2. El precio máximo de venta y renta establecido en la califi cación defi nitiva se mantendrá 
inalterado hasta pasado un año desde su resolución de concesión. 

 3. El precio máximo de renta, una vez transcurrido el plazo de un año desde la resolución 
de concesión de la califi cación defi nitiva, se actualizará de la siguiente forma: 

 a) El importe anual máximo de las rentas de las viviendas califi cadas defi nitivamente de 
acuerdo a programas que no sean específi cos de arrendamiento será del 5 por ciento del valor 
máximo de venta de la vivienda y sus anejos en el momento de la fecha de la formalización 
del contrato de arrendamiento, excepto las viviendas de protección pública de régimen auto-
nómico que será del 4 por ciento. 

 b) El importe anual máximo de las rentas de las viviendas califi cadas defi nitivamente de 
acuerdo a programas específi cos de arrendamiento será el establecido por la normativa espe-
cífi ca de acuerdo a las que fueron califi cadas. 

 4. El precio máximo de venta, una vez transcurrido el plazo de un año desde la resolución 
de la califi cación defi nitiva, se actualizará de la siguiente forma: 

 a) El precio máximo por superfi cie útil de las viviendas antes denominadas de protección 
pública o protección ofi cial de régimen especial o de precio especial y las viviendas de promo-
ción pública será el resultado de multiplicar el modulo básico autonómico por un coefi ciente de 
1,5. Los anejos tendrán un precio máximo del 60 por ciento del precio por metro cuadrado de 
superfi cie útil de las viviendas protegidas. 

 b) El precio máximo por metro cuadrado de superfi cie útil de las viviendas antes denomina-
das como de protección pública o protección ofi cial de régimen general o precio general será 
el resultado de multiplicar el modulo básico autonómico por un coefi ciente de 1,6. Los anejos 
vinculados tendrán un precio máximo del 60 por ciento del precio por metro cuadrado de su-
perfi cie útil de las viviendas protegidas. 

 c) El precio máximo por superfi cie útil de las viviendas antes denominadas como de pro-
tección pública de precio concertado y las viviendas de protección ofi cial de régimen concer-
tado y el de las viviendas de protección pública de régimen autonómico de Cantabria, será el 
resultado de multiplicar el modulo básico autonómico por un coefi ciente de 2,184. Los anejos 
vinculados tendrán un precio máximo del 60 por ciento del precio por metro cuadrado de su-
perfi cie útil de las viviendas protegidas. 

 d) El precio máximo de venta de las viviendas y anejos situados en ámbito territorial de 
precio superior se podrá incrementar hasta el 15 por ciento. A estos efectos se mantienen 
vigentes las áreas territoriales de precio máximo superior existentes a la entrada en vigor de 
la presente ley. 

 5. Mediante acuerdo del Gobierno se podrán modifi car los precios de venta y renta estable-
cidos en la presente disposición. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA. Módulo básico autonómico 

 En tanto el Gobierno determine el módulo básico aplicable, se fi ja su importe en 758 euros 
por metro cuadrado de superfi cie útil. 
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 A efectos de establecer los precios de segundas y posteriores transmisiones de viviendas y 
anejos los términos módulo, módulo ponderado, precio básico nacional y análogos se entende-
rán referidos al módulo básico autonómico. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOPRIMERA. Ámbito territorial de precio máximo  

 En tanto el Gobierno no delimite los ámbitos territoriales a los que se refi ere el artículo 8, 
a los efectos de determinar el precio máximo aplicable a las viviendas que obtengan califi ca-
ción provisional a partir de la entrada en vigor de la ley, todos los municipios de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria constituyen un único ámbito territorial, en el cual el precio máximo se 
incrementa un 15 por ciento. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSEGUNDA. Requisitos económicos 
de los usuarios de las viviendas protegidas 

 1. Podrán ser usuarios de una vivienda protegida las personas físicas cuyos ingresos fami-
liares no superen 4,5 veces el IPREM, calculado de acuerdo a las siguientes reglas: 

 a) Se partirá de la cuantía de la base imponible general y de ahorro, obtenida de acuerdo a 
la normativa reguladora del impuesto sobre la renta de las personas físicas, correspondiente a 
la declaración presentada por cada uno de los miembros de la unidad familiar correspondiente 
al último periodo impositivo con plazo de presentación vencido en el momento de la adquisi-
ción de la vivienda. 

 b) La cuantía resultante se convertirá en número de veces el IPREM en vigor durante el 
periodo al que se refi eran los ingresos evaluados. 

 c) El número de veces el IPREM obtenido conforme a las reglas anteriores se ponderará de 
acuerdo a los siguientes coefi cientes en función del número de miembros de la unidad familiar: 

 Número de miembros de la unidad familiar              Coefi ciente 

 1                                                                                      1 

 2                                                         0,95 

 3                                                        0,85 

 4 o más                                                     0,75 

 2. Sólo podrán ser usuarios de los viviendas protegidas del tipo "régimen especial" las per-
sonas físicas cuyos ingresos familiares no superen 2,5 veces el IPREM calculado conforme a las 
reglas del apartado anterior y ponderado de acuerdo a los siguientes coefi cientes: 

 Número de miembros de la unidad familiar    Coefi ciente 

 1                                                      0,76 

 2                                                                   0,73 

 3                                                                  0,71 

 4 o más                                                 0,70 

 3. Se consideran colectivos preferentes a efectos del acceso a las viviendas protegidas las 
víctimas del terrorismo, las mujeres víctimas de violencia de género, las personas dependien-
tes o con discapacidad ofi cialmente reconocida, y las personas que por circunstancias sobreve-
nidas han visto reducidos sensiblemente sus ingresos y como consecuencia de ello han perdido 
su vivienda en un procedimiento hipotecario, judicial o extrajudicial. Cuando forme parte de 
la unidad familiar alguna persona que pertenezca a algún colectivo preferente contará doble a 
los efectos de determinar el número de miembros de la unidad familiar. 
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 4. El Gobierno, mediante decreto, podrá establecer otros requisitos económicos y modifi car 
los niveles de ingresos y los coefi cientes señalados en los apartados anteriores. 

 DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Incentivo a la transmisión de viviendas 

de protección ofi cial 

 1. Durante dos años a partir de la entrada en vigor de la presente ley, los propietarios de las 
viviendas, que hayan obtenido califi cación defi nitiva con anterioridad a la entrada en vigor de 
la presente ley y que hayan sido clasifi cadas como régimen especial para venta, podrán trans-
mitirlas a personas físicas cuyos ingresos familiares no superen 3,5 veces el IPREM calculados 
de acuerdo a lo establecido en la disposición adicional decimosegunda apartado 1. 

 2. Durante dos años a partir de la entrada en vigor de la presente ley, los propietarios de 
las viviendas, que hayan obtenido califi cación defi nitiva con anterioridad a la entrada en vigor 
de la presente ley y que hayan sido califi cadas para venta como régimen general podrán trans-
mitirlas a personas físicas propietarias de otra vivienda. 

 3. Los promotores, las sociedades de gestión de activos y las entidades con ánimo de lu-
cro que deseen acogerse a los incentivos establecidos en esta disposición podrán optar entre 
minorar el precio de venta de las viviendas y anejos en un porcentaje de al menos el 10 por 
ciento del precio máximo legal o el reintegro de las subvenciones autonómicas otorgadas para 
la promoción de las viviendas. 

 4. Los propietarios de las viviendas, promotores, las sociedades de gestión de activos y las 
entidades con ánimo de lucro que se acojan al presente incentivo están obligados al previo 
reintegro de las subvenciones percibidas cuya fi nanciación haya sido efectuada por la Adminis-
tración del Estado a través de los mecanismos legalmente previstos en los distintos Planes de 
Vivienda, conforme al régimen jurídico previsto en ellos. 

 5. Las viviendas a las que se refi ere esta disposición seguirán sometidas al régimen jurídico 
de viviendas protegidas, y en todo caso, deberán ser destinadas a domicilio habitual y perma-
nente de sus propietarios o usuarios. 

 DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Adaptación a la presente ley de los modelos 

de viviendas protegidas o de protección pública previstas en el planeamiento 

urbanístico y territorial 

 1. En los municipios cuyo planeamiento urbanístico a la entrada en vigor de la presente ley 
establezca algún régimen anterior de viviendas protegidas, el Ayuntamiento podrá optar entre: 

 a) Asimilar los tipos de viviendas protegidas previstas en el planeamiento urbanístico al de 
viviendas protegidas de la presente ley, en cuyo caso se aplicará a esas viviendas el régimen 
jurídico previsto en la misma. 

 b) Mantener las condiciones de desarrollo establecidas en el planeamiento urbanístico con 
arreglo a los tipos de vivienda previstos en el mismo. 

 2. En el caso de que el Ayuntamiento opte por lo previsto en el párrafo a) anterior, deberá 
establecer los nuevos coefi cientes de ponderación en todos los sectores que contengan la obli-
gatoriedad de realizar viviendas protegidas, siempre que no tengan aprobados defi nitivamente 
los instrumentos de equidistribución necesarios para su desarrollo. 

 Para el mantenimiento del aprovechamiento de cada sector se ajustarán los porcentajes de 
cesión obligatoria que correspondan, minorándolos o incrementándolos, en su caso, dentro de 
los límites establecidos en la legislación urbanística. 

 El procedimiento para establecer los parámetros anteriores deberá asegurar las garantías 
de transparencia y publicidad. Para ello, previa aprobación inicial por el Pleno e información 
pública por un periodo mínimo de veinte días, se procederá a la aprobación defi nitiva por parte 
del Pleno municipal. 
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 Este procedimiento no supondrá una revisión o modifi cación del planeamiento urbanístico 
ya que en ningún caso se podrán alterar parámetros urbanísticos o ambientales. 

 Podrán acogerse a lo previsto en este apartado aquellos sectores que aún teniendo el 
instrumento de equidistribución aprobado defi nitivamente así lo decidieran, siempre que no 
se haya comenzado el proceso edifi catorio de las viviendas y no se perjudiquen derechos de 
terceros adquirentes. 

 3. En el caso de no realizar la opción prevista en el párrafo a) del apartado 1 anterior, el 
régimen jurídico aplicable a las viviendas protegidas que se promuevan será el previsto en la 
presente ley, excepto en lo que se refi ere al precio máximo de venta de las viviendas de cada 
uno de los regímenes y a los ingresos familiares de los adquirentes de viviendas que será el 
señalado en la normativa reguladora de los distintos regímenes vigentes en el momento de la 
aprobación del planeamiento urbanístico, salvo los ingresos familiares de los adquirentes de 
viviendas de régimen especial que no podrán exceder de 3,5 veces el IPREM. 

 4. Cuando de conformidad con el apartado 1.b) el planeamiento mantenga las condiciones 
de desarrollo, la Consejería competente en materia de vivienda califi cará las viviendas como 
viviendas protegidas del tipo que corresponda, motivándolo con base en esta disposición. En 
éste caso se hará constar en la califi cación provisional y en la califi cación defi nitiva que el 
otorgamiento de la califi cación lo es a los solos efectos de determinar el tipo de viviendas pro-
tegidas y que en ningún caso genera derecho a solicitar las subvenciones que pudieron estar 
establecidas en las normas del Plan que regulaba dicho tipo de viviendas. 

 DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA. Valor del terreno acogido al ámbito de protección 

 En tanto el Gobierno no determine el valor de los terrenos en la promoción de viviendas 
protegidas, serán de aplicación las siguientes reglas: 

 a) El valor de los terrenos acogidos al ámbito de protección, sumado al importe total de las 
obras de urbanización, no podrá exceder del 15 por ciento de la cifra que resulte de multiplicar 
el precio máximo de venta del metro cuadrado de superfi cie útil, en el momento de la califi ca-
ción provisional, por la superfi cie útil de las viviendas y demás elementos protegidos. 

 b) Cuando existan locales comerciales y, en su caso, anejos no vinculados, la cifra obtenida 
en el apartado anterior podrá incrementarse con el importe que resulte de multiplicar por dos 
el precio máximo de venta por metro cuadrado de las viviendas protegidas multiplicado por 
los metros cuadrados de la superfi cie útil de los referidos locales comerciales y anejos no vin-
culados. 

 DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA. Efectos del régimen jurídico establecido 
por la presente ley 

 La presente ley es de aplicación a las viviendas protegidas que sean califi cadas provisio-
nalmente a partir de su entrada en vigor, sin perjuicio de lo previsto en el apartado siguiente. 

 El régimen de descalifi cación previsto en el artículo 16, las normas sobre acceso a las vi-
viendas protegidas del capítulo IV, las normas que regulan las prerrogativas sobre las vivien-
das protegidas propiedad de la Comunidad Autónoma de Cantabria del capítulo VI y las normas 
sobre inspección y régimen sancionador del capítulo VII son de aplicación a todas las viviendas 
protegidas, cualquiera que sea su denominación y la fecha de su califi cación. 

 DISPOSICIÓN DEROGATORIA PRIMERA 

 Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo estable-
cido en esta ley. 
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 DISPOSICIÓN DEROGATORIA SEGUNDA 

 Queda derogado el Decreto 34/1998, de 17 de abril, de actividad patrimonial en materia de 
promoción pública de la Consejería de Obras Públicas, Vivienda y Urbanismo. 

 DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Condiciones de diseño y habitabilidad de las viviendas  

 Se autoriza al Gobierno para que teniendo en cuenta la legislación estatal de aplicación y 
en ejercicio de la competencia exclusiva en materia de vivienda, regule mediante decreto las 
condiciones de diseño y habitabilidad de las viviendas libres y protegidas de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 

 DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Título competencial 

 Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 24.3 del Estatuto de Autonomía de 
Cantabria, aprobado por Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, que atribuye a la Comuni-
dad Autónoma de Cantabria la competencia exclusiva en materia de vivienda 

 DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Habilitación para el desarrollo reglamentario  

 Se habilita al Gobierno de Cantabria para dictar las disposiciones de desarrollo de la pre-
sente ley. 

 DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Entrada en vigor  

 La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi cial de 
Cantabria. 

 Palacio del Gobierno de Cantabria, 26 de diciembre de 2014.  

 El presidente de la Comunidad Autónoma de Cantabria,  

 Juan Ignacio Diego Palacios. 
 2014/18676     


		Gobierno de Cantabria
	2014-12-26T17:52:56+0100
	Santander
	BOLETIN OFICIAL DE CANTABRIA
	Document signed for demonstrate this authenticity




